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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Ruben Carminatti. 


MIEMBROS: Señores Representantes Raúl Argenzio, Raquel Barreiro, Artigas Melgarejo, Darío Pérez y 
Pedro Señorale. 


DELEGADA Señora Representante Lucía Topolansky. 
DE 
SECTOR: 


ASISTE: Señor Representante Artigas A. Barrios. 


INVITADOS: Señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto Saúl 
Irureta Saralegui; Subsecretario, doctor Oscar Brum de Mello e ingeniero Andrés Saizar, 
Director Nacional de Medio Ambiente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Carminatti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente tiene el agrado de recibir al señor Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto Saúl Irureta Saralegui, y al Subsecretario, 
doctor Oscar Brum. 


Esta visita deriva de una carta que nosotros enviamos solicitando algunas aclaraciones. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Señor Presidente: debo comenzar pidiendo excusas por la tardanza, que se debió a inconvenientes de 
último momento; yo fui el responsable de la llegada tarde. 


Quiero decir que concurrimos con mucho gusto a esta citación de la Comisión. Quisiera decir, en primer 
término, que el tema de la convocatoria está en los convenios firmados entre el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Banco Hipotecario del Uruguay. El texto de dichos 
convenios, casi inmediatamente de firmados, lo remitimos a las Comisiones parlamentarias de Vivienda, 


tanto de la Cámara de Diputados como de la de Senadores, para que se pusiera en conocimiento a los 
legisladores. Por lo tanto, estando los miembros de esta Comisión en conocimiento del texto, no sabemos 
cuáles son los puntos que se quieren tocar. Si ustedes lo desean podemos hacer un "racconto" general de los 
convenios, de su naturaleza, de las razones por las cuales se tomaron o, de lo contrario, entramos 
directamente a algún punto en el que los miembros de la Comisión tengan interés en profundizar. 


SEÑORA BARREIRO.- En primer lugar quiero agradecer al señor Ministro por pedir excusar debido 
a que llegó unos minutos tarde. Digo esto ya que, por distintos temas -uno de ellos para saber cómo se 
está instrumentando esto, que en gran parte corresponde al Banco Hipotecario-, hemos solicitado hace 
aproximadamente tres meses la concurrencia de la Presidenta del Banco Hipotecario, pero se ha 
negado a venir, tanto aquí como a la Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda en ocasión de 
tratarse la Rendición de Cuentas. Por lo tanto, agradezco a las autoridades que han venido. 


Creo que corresponde tener información de primera mano porque, si bien recibimos tanto de ustedes como 
del Banco Hipotecario los documentos escritos, hay determinados puntos que requieren explicaciones. 
Entonces, es conveniente referirnos a ese tema. Todos hemos recibido la documentación y sabemos de qué se 
trata. Pongo a consideración de la Comisión la forma de tratamiento. Yo quiero ir a lo concreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Adelante, señora Diputada. 


SEÑORA BARREIRO.- Vamos a tratar de separar la responsabilidad del Ministerio de la del Banco, 
para poder encauzar el punto de determinada manera. La mayor preocupación que tenemos es que se 
están utilizando los dineros del Fondo Nacional de Vivienda. Hay uno de los tres casos con que 
contamos, que viene acompañado con el contrato de arrendamiento, en el que se dice que se está 
utilizando el dinero del FONAVL, con un tope de hasta $ 1.200, además de gastos comunes y también 
que se van a reparar los edificios que lo necesiten, ya sea cañerías u obstrucciones. Según dice, el 
Ministerio se va a hacer cargo. Me parece importante aclarar ese tema. Realmente es preocupante el 
monto al que puede ascender todo esto. Esta es una de las preguntas. 


Otra cosa que vimos es que en el Ministerio existen plazos muy cortos para este trámite en los distintos 
convenios. Yo marqué algunos y se mencionan muy pocos días entre las comunicaciones que debe haber 
entre el Banco Hipotecario y el Ministerio. 


Otra duda que tenemos es cómo se está aplicando. Ustedes nos enviaron un resumen, pero quisiéramos que se 
nos aclarara cómo se determina el subsidio según la reglamentación del SIAV. En el informe que nos 
enviaron mencionan que se destinarán US$ 5:000.000 para la reasignación de viviendas desocupadas. 
Quisiéramos que se nos aclarara todo lo que tiene que ver con el Ministerio. 


Quiero mencionar que antes de entrar nos encontramos con delegados de ADEVIH que están preparando un 
escrito complementario a este que nos presentaron a los legisladores. No sé si ustedes lo tienen; si quieren 
puedo entregárselos. Ellos nos decían verbalmente -yo les pedí que lo hicieran por escrito- que la forma en 
que el Banco Hipotecario está instrumentando la retasación que mencionan algunos de los convenios, lleva a 
que la deuda les aumente. Ellos dicen que en realidad es una especie de legalización de los colgamentos. Eso 
es lo que les está informando la escribana Postiglioni, que es la que los atiende en el mostrador del Banco 
Hipotecario. Eso va a llegar por escrito. No sé si queda claro; la forma en que liquida el Banco Hipotecario es 
bastante compleja de entender. Por eso les pedí que me lo dejaran por escrito. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE..- ¿Usted se refiere concretamente a estos contratos que firmó el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente con el Banco en relación con los colgamentos? 


SEÑORA BARREIRO. Sí. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Señor Presidente: a veces sucede que aun estando todos en conocimiento de un mismo texto, cuando 


vamos a los detalles es necesario volver a lo general, es decir, a la intencionalidad del texto y lo que eso 
significa en el problema de vivienda en el momento actual. 


Las dudas y aclaraciones planteadas por la señora Diputada Barreiro tienen que ver con un aspecto 
fundamental, que ella mencionó: que se están utilizando recursos del Fondo Nacional de Vivienda. Por 
supuesto, es con recursos del Fondo Nacional de Vivienda, porque entendemos que este es el instrumento 
básico, principal, con que cuenta el Estado, en este caso nuestro Ministerio, para atender los distintos 
problemas de vivienda de todo el país, en sus múltiples facetas, que tienen planteados distintos sectores de la 
población. En este sentido es que se firmaron estos convenios con el Fondo Nacional de Vivienda. 
Formalizamos estos convenios cuando señalé que estábamos utilizando el Fondo Nacional de Vivienda, que 
estábamos encarando un problema habitacional serio, pero que lo que quería destacar en primer lugar era que 
por primera vez -que yo recuerde- en la utilización de los fondos de vivienda que el país y la comunidad 
dedican para la atención de problemas habitacionales de su gente, estábamos juntos el Banco Hipotecario y el 
Ministerio de Vivienda, planteando programas comunes y aunando esfuerzos para solucionar en conjunto los 
problemas habitacionales del país. Entonces señalaba que, a mi modo de ver, el Banco Hipotecario es, en 
primer término, un banco estatal y solo tiene razón de ser en tanto instrumento de la política de vivienda del 
Estado, que debe ser fijada por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Esto no lo estaba improvisando; lo que hacía era leer lo que había expresado 
en el momento en que asumió el nuevo Directorio del Banco, en setiembre del año pasado. 


Esta función del Banco Hipotecario, que básicamente es ser una eficiente y confiable institución bancaria 
capaz de captar el ahorro y proveer créditos a largo plazo, muchas veces fue desvirtuada al convertirse, en 
años de bonanza, en una entidad constructora de las viviendas más caras del mercado, en todo el país, que 
luego no se pueden colocar. El hecho de que nos juntemos para ver qué podemos hacer a partir de ahora y 
cuál es la mejor manera de destinar los fondos que el país quiere dedicar a la solución del problema de 
vivienda en una política única, me parece algo muy destacable, que se dio con la firma de estos convenios. 


No hay dudas acerca de lo que debe tener una política de vivienda de carácter general; a mi modo de ver, ya 
lo anunciamos a comienzos de nuestra gestión, cuando vinimos a la Comisión parlamentaria a exponer cuáles 
eran las orientaciones de este Ministerio. Expresábamos entonces que el Sistema Integrado de Acceso a la 
Vivienda -SIAV-, que en gran medida es el mecanismo a través del cual se adjudican los subsidios del Fondo 
Nacional de Vivienda, debe constituirse en el futuro en el instrumento central del Ministerio y del Banco para 
atender, con nuestros propios recursos, las necesidades habitacionales de todos los sectores de la población. 
De acuerdo con sus reglamentos, el SIAV debe articular -esta era una de las preguntas de la señora Diputada-, 
para todas las franjas de población que tienen necesidad de vivienda y con ingresos mensuales de hasta 60 
UR, tres recursos básicos: el aporte de la familia, el subsidio que otorga el Fondo Nacional de Vivienda a 
través del Ministerio de Vivienda, y el crédito hipotecario que provee el Banco Hipotecario. 


Esta política a largo plazo nos parece tremendamente sana. Hasta este momento, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través del SIAV, tenía una política por la que se otorgaban 
subsidios y préstamos del Fondo Nacional de Vivienda y, por otro lado, estaba el Banco Hipotecario, que 
disponía exclusivamente de los recursos que captaba del ahorro público para proporcionar préstamos para 
vivienda. 


Nos parecía y nos sigue pareciendo imprescindible articular la función del Banco Hipotecario con la del 
Ministerio, a efectos de que todos contribuyamos a profundizar el SIAV -que, reitero, articula el aporte de la 
gente con el subsidio y con el préstamo-, implementando un solo mecanismo que atienda a todos los sectores 
de la población. 


Para una política de este tipo, lo primero es atender una de nuestras necesidades básicas, la que anunciamos 
como una política de este Ministerio cuando concurrimos a esta Comisión a comienzos de 2003: recuperar el 
Banco Hipotecario. Precisamos el Banco Hipotecario como un ente estatal para integrarlo a una política 
habitacional capaz de solucionar con nuestros propios recursos los problemas habitacionales de nuestra gente. 
Al día de hoy, para recuperar el Banco Hipotecario hay que comenzar por el principio, y el principio es 
recuperar sus inversiones. Todos conocen los estados de situación que ha mostrado el Banco Hipotecario a 
través de las últimas auditorías; prácticamente está sin capital. 


(Interrupción de la señora Representante Barreiro) 


En este momento, son positivos, pero de todas maneras anda en el borde, y la morosidad en toda la cartera ha 
llegado al 60%. Actualmente, se está realizando un esfuerzo muy importante de recuperación de esa cartera, 
para llegar en primer lugar a un 50% y luego seguir abatiendo la morosidad. La recuperación de la cartera 
implica, necesariamente, que se solucione el problema de la gente que contrató créditos con el Banco 
Hipotecario y que, al día de hoy, tiene serias dificultades para pagarlos. El Banco Hipotecario inició en el 
pasado una serie de acciones contra los no pagadores, a efectos de achicar su cartera, pero los problemas 
subsisten y nos pareció imprescindible empezar a aunar esfuerzos entre el Ministerio y el Banco para que, 
quien tiene derecho a utilizar el mecanismo del subsidio y no pudo hacerlo, sea auxiliado a través de este 
instrumento, a efectos de que le sea posible resolver su problema de deuda con el Banco y, a la vez, que la 
institución pueda comenzar a sanear su cartera. Esto por una parte. 


Por otro lado, parte de la cartera del Banco son mil y pico de viviendas, que están en todo el país y que no se 
pueden colocar porque no tienen mercado. Muchas veces se nos ha preguntado por parte de los mismos 
señores Diputados que están aquí, en esta Comisión, por qué diablos esas viviendas siguen desocupadas y no 
se disponen para aquellos que tienen necesidad de ocuparlas. Eso es lo que estamos haciendo con este 
segundo convenio con el Banco Hipotecario; se trata de colocar, en primer lugar, esas viviendas y, 
fundamentalmente, de darle uso a una inversión de más de mil viviendas, que no representa menos de 

US$ 40:000.000. Esas viviendas están ahí, y no dormidas, porque generan gastos en servicio 222 para tareas 
de vigilancia y porque hay que repararlas cuando se deterioran. 


Esto podría significar recuperación de carteras del Banco, cuya función social -reitero lo que dije al 
principio- es ser una eficiente institución bancaria capaz de prestar y de recuperar lo que presta para poder 
volver a prestar; de lo contrario, lo que hacemos es sostener un mecanismo que pierde dinero. Eso hay que 
cortarlo para tener un instrumento sano en la política habitacional del país. 


A grandes rasgos, esta es la orientación básica que -reitero- no es algo que hayamos hecho este año. En este 
sentido, quiero decir lo siguiente: desde que entramos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y anunciamos aquí los lineamientos de política que seguiríamos, trabajamos 
incansablemente para proponer alternativas a este problema que entendíamos básico. Tengo documentos de 
febrero de 2003, en los que planteábamos que, de algún modo, desde el Ministerio teníamos que hacer las 
coordinaciones necesarias para que esas mil y pico de viviendas que estaban desperdiciadas fueran colocadas, 
porque el país no estaba en condiciones de tener ese capital totalmente desperdiciado. Hicimos muy 
reiteradas propuestas para llegar a arreglos de este tipo. Cuando asumieron las nuevas autoridades del Banco 
insistimos con las propuestas, que fueron bien acogidas por el nuevo Directorio, y desde entonces -octubre o 
noviembre del año pasado-, trabajamos permanentemente, procurando encontrar un modo de llevar adelante 
estos convenios que, finalmente, cristalizaron en esto. 


Luego de esta explicación un tanto general, pediría al señor Subsecretario que explicara un poco más en 
detalle el contenido de cada uno de los convenios, a efectos de profundizar en las dudas planteadas por la 
señora Diputada. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- A efectos de enmarcar las interrogantes de la señora Diputada Barreiro en el contexto de 
los tres contratos y para ir respondiendo algunos temas, comenzaré diciendo que estamos hablando de 
tres contratos básicos. El primero podemos denominarlo el de cartera social del Banco Hipotecario; es 
el que trata de dar algún tipo de solución, potencialmente, a más de 25.000 familias de la institución. 
Poder resolver estos temas tiene una explicación histórica, en tanto antes de la creación del Ministerio, 
en 1990, era el Banco Hipotecario el que tenía la función social que actualmente tiene nuestra Cartera, 
pero con una diferencia importante: en ese entonces los beneficiarios no recibían ningún subsidio, 
ningún tipo de beneficio adicional. Por lo tanto, la gente accedía a la vivienda que proporcionaba el 
Banco, pero no tenía ningún beneficio. 


Desde el punto de vista del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente entendemos 
que era y es de estricta justicia social y equidad dar algún tipo de solución a esta gente que, a medida que 
crecía el valor de la UR y se suscitaban dificultades económicas propias de las familias y del país, iba 
aumentando su deuda y, con ello, el desfinanciamiento del Banco Hipotecario. Esa es una de las razones por 
las cuales nosotros comenzamos a dar esta solución desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


El segundo contrato es el relativo a la utilización de viviendas vacías del Banco Hipotecario. Como bien dijo 
el señor Ministro, estamos hablando de más de 1.200 viviendas vacías en todo el país; actualmente, contamos 
con una lista de 1.070 viviendas que pondremos a disposición de los aspirantes inscriptos en el registro que 
lleva el Ministerio de Vivienda en el SIAV. Aquellas personas con ingresos entre 30 UR y 60 UR que estén 
inscriptas en el SIAV podrán ser postulantes a las viviendas vacías del Banco Hipotecario en todo el territorio 
nacional. Reitero que en este momento estamos hablando de 1.070 viviendas vacías. Entregaremos a cada 
uno de esos postulantes y beneficiarios un subsidio que irá de 600 UR a 850 UR, dependiendo de la mayor o 
menor posibilidad económica de esa gente, y que será financiado -con esto estoy respondiendo una de las 
preguntas de la señora Diputada Barreiro- con un monto de US$ 5:000.000 correspondiente al presupuesto 
del año 2004 del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Con este presupuesto 
estaríamos englobando el 100% de nuestro gasto en inversiones correspondiente al año 2004. Ello implica la 
creación de certificados de subsidios. A medida que se vayan entregando las viviendas, automáticamente el 
Ministerio de Vivienda entregará los subsidios, que serán endosados y entregados, a su vez, al Banco 
Hipotecario. Estos subsidios podrán ser descontados de las cuentas del Ministerio de Vivienda 
correspondientes al presupuesto del año 2004. 


El tercer contrato, que podríamos denominar de emergencia crítica -con esto creo estar respondiendo otra de 
las preguntas de la señora Diputada Barreiro-, refiere a aquellas situaciones en las cuales el Banco 
Hipotecario ha llegado a desapoderar a la gente que tiene contratos vencidos, con incumplimientos 
importantes, y con respecto a la cual ha desarrollado todo el procedimiento administrativo tendiente a la 
desafectación de esos contratos y de esos inmuebles, debido a esos incumplimientos importantes a que hacía 
referencia. Ello implica que se llegue a la situación de lanzamiento de esas familias -con esto respondo una 
de las interrogantes de ADEVIH-, lo que para nosotros significa un nuevo problema, porque luego del 
lanzamiento esa persona se queda en situación de calle con familia y nosotros somos los que tenemos que 
darle una solución en forma inmediata. Increíblemente, por un lado, estamos solucionando un problema 
normal, que es el del Banco Hipotecario, que llega a la finalización de un contrato por incumplimiento, pero, 
por otro, debemos solucionar el problema social que ello crea. 


Tratamos de aunar los criterios con el Banco Hipotecario y encontramos la solución de este tercer contrato de 
emergencia crítica que procura, precisamente, verificar los casos en que se están dando los lanzamientos por 
parte del Banco Hipotecario -según nuestras informaciones no son más de cinco, o diez casos por mes en 
todo el país- y proporcionar a cada familia en esa situación un subsidio equivalente a un arrendamiento por 
cuatro meses, que nosotros aportaremos al Banco Hipotecario. En ese período de cuatro meses el Ministerio 
de Vivienda deberá estudiar la situación particular de cada una de esas familias incumplidoras que llegaron al 
desapoderamiento y lanzamiento, a fin de darle una solución definitiva, ya sea a través de la propia vivienda 
que tienen, de una permuta por una vivienda de menor valor, o bien mediante otro tipo de solución 
habitacional acorde con sus posibilidades económicas. Por esa razón se llega a un subsidio, que en el caso de 
estos contratos es de $ 1.200 por mes. A este subsidio le llamamos arrendamiento porque debemos darle 
alguna naturaleza jurídica; en definitiva, para que podamos otorgar el subsidio a esa persona con 
lanzamiento, ya debe tener el desapoderamiento y la desafectación por parte del Banco Hipotecario. Es decir 
que jurídicamente esa persona ya no está ligada administrativamente, salvo en lo que respecta a la posesión 
del inmueble; esto no quiere decir que no pueda volver a tener un nuevo contrato o una nueva posibilidad con 
el Banco Hipotecario, aun con respecto a esa misma vivienda. Lo cierto es que se suspende el lanzamiento, se 
suspenden los procedimientos, nosotros aportamos ese subsidio y, eventualmente, podemos prorrogar el 
arrendamiento por cuatro meses más, haciendo un total de ocho meses, si las condiciones lo ameritan y si la 
situación aconseja que esa persona sea subsidiada. Ese período es el que se toma el Ministerio para que sus 
asistentes sociales desarrollen el estudio de cada familia y analicen cuál es la solución final posible. 


Eso es todo con respecto al financiamiento del segundo y tercer contrato; me resta hacer referencia al 
financiamiento del primer contrato, que es el de la cartera social. Establecimos un mecanismo, utilizando la 
diferencia de recaudación del Fondo Nacional de Vivienda desde su creación en el año 1998 a la fecha. 
Estamos utilizando la diferencia entre la recaudación y lo utilizado por el Ministerio de Vivienda en materia 
de inversión, de acuerdo con los topes financieros de inversión que las sucesivas leyes de Presupuesto, 
Rendiciones de Cuentas y decretos del Poder Ejecutivo fueron otorgando a nuestra Cartera. Al día de hoy, esa 
diferencia es utilizada para solucionar potencialmente los casos de más de 25.000 familias que, como dije, 
integran la cartera social del Banco Hipotecario. Básicamente, en más de un 90% de los casos, se trata de 
personas que ocuparon viviendas antes de la creación del Ministerio de Vivienda en el año 1990. Utilizamos 
esos montos en lo que llamamos "partida diferida", en tanto sinceramos, de aquí en más, para el Banco 


Hipotecario, el cobro de una cuota acorde con el verdadero valor del inmueble y con las verdaderas 
posibilidades de los beneficiarios. Esto significa una actividad importante de retasación de los inmuebles que 
el Banco Hipotecario está haciendo en este momento, más un análisis de todas las cuentas de esta cartera 
social, lo que implica revisar todos los pagos efectuados por estas familias a lo largo de tantos años y su 
actual situación socioeconómica. En función de todo esto, el Banco debe proporcionar los datos al Ministerio 
de Vivienda a fin de que inmediatamente también analice la situación socioeconómica de estas personas para 
decidir si les corresponde o no el subsidio de este contrato. Esto no quiere decir que se entregue todo el 
subsidio, como en el caso anterior de los US$ 5:000.000 que tenemos efectivamente en nuestras cuentas, sino 
que es una partida diferida a veinte años. Es decir que, automáticamente, mes a mes, a medida que el 
beneficiario -luego de recibir el subsidio- va pagando su nueva cuota al Banco Hipotecario, el subsidio se va 
descontando de la cuenta única en la Contaduría General de la Nación; esto implica para el Estado un 
financiamiento muy claro y sin problemas estructurales ni macroeconómicos. 


Básicamente, ese es el funcionamiento financiero que dimos a los tres contratos. Ya respondimos este punto y 
el relativo a los arrendamientos. Hay otra interrogante planteada por ADEVIH sobre la relación de estos 
contratos con los colgamentos, que resumo en tres cuestionamientos. En la carta enviada por ADEVIH se 
expresa: "En primer lugar, el BHU no ha retirado las demandas judiciales y los cedulones de desalojos y 
lanzamientos siguen llegando". El objeto de estos contratos no es la cancelación de estos procedimientos de 
desalojo y de lanzamientos. Todo lo contrario; los procedimientos administrativos del Banco Hipotecario 
continúan como normalmente se han venido desarrollando, pero llegada la etapa de lanzamiento -o sea, el 
desapoderamiento físico del inmueble- la institución suspende el procedimiento, en virtud de estos contratos, 
y comunica el problema al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a fin de que 
analicemos la situación socioeconómica de cada una de estas personas potencialmente en situación de calle. 
De manera que no se trata de que el Banco Hipotecario deje de hacer los juicios por desalojo y 
procedimientos finales de lanzamiento, a la vez que procedimientos administrativos de desafectación y 
desapoderamiento; todo lo contrario: seguirá con esa política en la medida en que debe cumplir con sus 
contratos, pero la situación de emergencia se da al momento del eventual lanzamiento y es por ello que 
nosotros actuamos. Esa es la respuesta al primer cuestionamiento de la carta. 


El segundo cuestionamiento que aparece en la nota es el siguiente: "(...) es importante que el BHU retire las 
demandas judiciales y se instrumente para las familias en esta situación un trámite urgente del relevamiento 
socio-económico a fin de que puedan regularizar su situación (...)". Como dije anteriormente, el Banco 
Hipotecario tiene más de 25.000 familias en la cartera social. Esto, sumado a las cooperativas -que no están 
incluidas en el marco de estos contratos-, hace un total de más de 35.000 familias. Esto implica que 
realmente sea difícil que el Banco Hipotecario realice el relevamiento socioeconómico en tan breve plazo, 
pero sabemos que lo está haciendo a muy buen ritmo. Para nosotros esto es importante, porque es la base del 
estudio para que luego podamos entregar el subsidio correspondiente. Por lo tanto, el trámite que se está 
siguiendo es el adecuado en este momento. Más allá de que no se van a retirar las demandas judiciales sino 
que, repito, los procedimientos se detienen, se suspenden, se tratará de hacer los trámites y relevamientos de 
la forma más rápida posible. 


El tercer cuestionamiento se refiere a que muchas de las familias "(...) ante la intimación del BHU de 
rescisión de contrato, han realizado 'convenios de pagos a cuenta', pero en breve (...) estos caducarán (...)". 
De alguna forma, en el primer contrato, que es el de cartera social, el más ambicioso, tuvimos en cuenta a las 
familias que a lo largo de muchos años han realizado convenios de pago a cuenta, o directamente han 
realizado pagos a cuenta con la autorización, muchas veces explícita y otras veces tácita, del Banco 
Hipotecario. Para nosotros esta actitud implica una muy buena voluntad de esta gente ya que, a pesar de tener 
muchas dificultades, por lo menos intenta cumplir con sus obligaciones. Por esa razón, dentro de este primer 
contrato hicimos una salvedad porque potencialmente se solucionará el problema a más de 25.000 familias. 
Digo potencialmente porque cada caso será estudiado y analizado y muchos podrán cancelar en totalidad su 
deuda actual y otros no llegarán a obtener el subsidio porque perciben ingresos mensuales superiores a las 60 
Unidades Reajustables. Quisimos hacer una diferencia entre cartera social con buenos y malos pagadores y, a 
su vez, dividir a los malos pagadores entre aquellos que realizaron entregas a cuenta y los que están a secas, 
porque la señal que debemos dar no es que se incumpla para recibir un subsidio. No; lo más importante es 
cumplir, a partir de ahora, el contrato para eventualmente recibir un subsidio. 


Por estas razones, a partir de los subsidios que se reciban, los buenos pagadores tendrán un 20% adicional de 
descuento en la nueva cuota final que resulte del Banco Hipotecario, en virtud de haber sido buenos 


pagadores durante todo este tiempo. Por su parte, los clientes morosos que hayan hecho entregas a cuenta 
tendrán, además del subsidio, un 10% adicional de descuento en la cuota final, que son beneficios directos 
que proporciona el Banco Hipotecario. Los malos pagadores cuyas entregas a cuenta hayan sido 
insignificantes con respecto al monto global de la deuda, no recibirán ningún descuento adicional, salvo el 
subsidio, pero en los casos que corresponda. 


Aclaro que estos beneficios expresos no los otorga el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente sino contractualmente el Banco Hipotecario a través de una disminución del interés mensual 
y anual, que de aquí en más se cobrará en la nueva cuota. 


Estas son las respuestas que estamos dando a los convenios de pagos a cuenta. Es decir, no se prorrogan los 
convenios, porque una vez que se aclare la situación de cada beneficiario no se permitirán más pagos a 
cuenta, pues se definirá una nueva deuda y una nueva cuota reducida en la que se tendrá presente estos 
convenios de pagos a cuenta, pero con una característica muy especial que para nosotros es de mucho 
significado a partir de ahora. Sincerados todos los procedimientos y entregados los subsidios a quienes 
resulten beneficiarios, se establecerá un sistema por el cual a toda persona que se vea beneficiada y que 
obtenga una disminución de su deuda y de su cuota mensual al Banco Hipotecario, que no pague durante tres 
cuotas consecutivas, se le cancelará automáticamente el beneficio y volverá a la situación anterior, quedando 
el Banco Hipotecario librado a las resultancias administrativas y judiciales de la rescisión de los contratos 
que correspondan. Asimismo, quien no pague dos cuotas alternadas, correrá la misma suerte, y esto se 
aplicará durante cada año en el que rija el contrato por veinte años. 


Estas son las respuestas a las interrogantes planteadas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al ingeniero Saizar, Director de la DINAMA. 


SEÑORA BARREIRO.- Estoy totalmente de acuerdo con el señor Ministro y bienvenida sea la 
coordinación entre el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Banco 
Hipotecario, que siempre reclamamos. 


No pregunté sobre el funcionamiento del SIAV con respecto a los subsidios y préstamos, sino más bien 
quería saber si existía alguna reglamentación que estableciera sus prioridades, ya que para la Comisión sería 
importante conocerla. 


No me voy a referir a cada convenio porque sería demasiado complejo. Sin embargo, en uno se establece que 
la prórroga sería por cuatro meses y se podría ampliar a ocho hasta que se encuentre una solución. En ese 
sentido, pregunto si se piensa que en estos ocho meses, cuando inclusive asumirá el otro Gobierno, se 
encontrará una solución. 


En una sesión anterior estuvo FECOVI y planteó varias preocupaciones -algunas que correspondían al Banco 
Hipotecario- y formuló una denuncia, que salió en la prensa, porque se sienten excluidos de estas medidas. 
La Federación expresa que no tienen mora -así siempre lo manifestaron en esta Comisión- y muchas dudas 
con respecto al fideicomiso en el que pueda estar incluida. La Federación comprende a muchas familias que 
están por debajo de la franja de ingresos que se establece para acceder al subsidio y por eso se siente 
excluida. 


Asimismo, planteé mis dudas con respecto a los gastos comunes porque, a mi entender, todo lo demás son 
problemas contables que se solucionan en los papeles, restando lo que no se invirtió y demás. No obstante, si 
se trata de gastos comunes que hay que pagar a las comisiones administradoras, hablamos de plata contante y 
sonante y no sé si ese gasto sale de los US$ 5:000.000 de presupuesto asignados para este año. Si fuera así, 
me gustaría conocer una estimación al respecto. No sé si en esta estimación se incluiría los gastos comunes 
de Euskal Erría y de otros complejos; soy consciente de que a veces se trata de deudas enormes, ya que pocos 
pagan por todos. En ese sentido, me gustaría saber qué pasa con las otras obligaciones del Ministerio. 


Recién acaba de llegar un documento solicitado al Ministerio para saber cómo se hace la retasación. Sabemos 
que se retasa por el valor del inmueble, pero en este documento se informa que la Gerencia de Carteras 
Sociales del Banco lo que hace es una readecuación de los saldos, haciendo cálculos que explicaba el 
Subsecretario. Agrega el documento que en virtud de estos cálculos se sube el monto de los colgamentos, que 


creo que de esa manera quedarían legitimados, mientras que FUCVAM, FECOVI y COVIPRO han 
reclamado que los colgamentos se incluyan en su deuda. 


Además, se plantea que en ese nuevo préstamo se sube la tasa de interés y el plazo se extiende a veinte años. 


Por otra parte, en el contrato de arrendamiento se establece que esto será ad referéndum de lo que opine el 
Tribunal de Cuentas. En ese sentido, quiero saber si se presentaron al llamado todos los inscriptos en el SIAV 
porque uno de los miedos que existen -no estoy cuestionando a las actuales autoridades del Ministerio, ni, lo 
reconozco, a las del Banco Hipotecario- es sobre cómo se instrumentan estos mecanismos. Tenemos la triste 
experiencia de la forma clientelística en la que hasta ahora se ha manejado la desgracia de la gente. Es decir, 
quiero saber si se presentaron al llamado todos los inscriptos en el SIAV, con qué trasparencia se está 
aplicando el mecanismo, si ya se firmó algún contrato de arrendamiento que haya ido al Tribunal de Cuentas 
y qué dijo este organismo al respecto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- En este momento estamos instrumentando, conjuntamente con el Banco Hipotecario, los 
procedimientos para convocar a los inscriptos en el SIAV a fin de celebrar convenios de utilización de 
las viviendas vacías del Banco Hipotecario, que es lo que está más avanzado. Actualmente, existen más 
de 7.000 personas potencialmente beneficiarias inscriptas en el SIAV, que se encuentran en la franja de 
ingresos de 30 a 60 Unidades Reajustables, quienes podrían beneficiarse con la utilización de estas 
1.070 viviendas ubicadas en todo el territorio nacional. En virtud de las dificultades económicas que se 
viven en determinadas zonas, hemos decidido con el Banco Hipotecario empezar por los 
departamentos de Rivera, Artigas, Salto y Cerro Largo. En esos cuatro departamentos -donde se han 
constatado las mayores carencias de viviendas- se han identificado más de trescientas viviendas. 
Seguramente, dentro de los próximos quince días realizaremos las postulaciones de esas viviendas en la 
prensa para que los interesados inscriptos en el SIAV que ganen entre 30 y 60 Unidades Reajustables 
puedan presentarse con su puntaje, postularse para estas viviendas vacías del Banco Hipotecario y 
acceder el subsidio del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Los contratos de emergencia social y los pagos de arrendamientos son ad referéndum de lo que opine el 
Tribunal de Cuentas porque implican una erogación del presupuesto del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y necesariamente debemos cumplir con la máxima legal que 
indica que la utilización del gasto debe ser avalada por el Tribunal de Cuentas. 


Creo que la señora Diputada Barreiro pregunta sobre los gastos comunes porque el último contrato que 
celebramos establece que se abonará el subsidio del alquiler y de los gastos comunes. ¿Por qué pasa eso? 
Porque en este momento el Banco Hipotecario está afrontando los gastos comunes de todos aquellos 
complejos donde los beneficiarios son incumplidores. No solamente se ve desfinanciado por el no pago de la 
cuota sino que, además, debe aportar al edificio los gastos comunes. Por lo tanto, para el Banco es muy 
importante este tema. En algunos casos hablamos de $ 100, $ 200, $ 350; por arrendamiento y gastos 
comunes ninguno de los casos suma en total más de $ 1.500 mensuales. Esa es la previsión que realizamos 
financieramente por estos contratos. Reitero: no son casos tremendos porque estamos hablando de cinco a 
diez situaciones por mes de eventuales lanzamientos del Banco Hipotecario. Es más, en el mes de agosto 
todavía no se ha realizado ningún lanzamiento en todo el territorio nacional. Esto no implica dentro del 
presupuesto del Ministerio una erogación importante como para no tomar en cuenta estos dos aspectos. 


En cuanto al planteamiento que se nos acerca a través de ADEVIH en esta carta, donde se dice que además 
los saldos serán incrementados por la tasa de interés que se aplicará y que subirán del 5% al 6%, tomándose 
en cuenta los colgamentos, debo aclarar una cuestión básica. No habríamos realizado estos contratos si no 
fuera para beneficiar a cada una de estas personas. La realización de este contrato y la entrega de un beneficio 
a través de un subsidio no implica evidentemente que dicho contrato resulte más o menos beneficioso para la 
persona. Al contrario, implica simplemente que la utilización del nuevo procedimiento va a aportarle una 
rebaja sustancial de la deuda final que tiene y una reducción importantísima -en muchos casos hasta la 
cancelación total de su préstamo y la reducción básicamente de entre un 30% o un 50%- de su cuota actual. 
En ningún momento la aplicación de estos contratos va a implicar una mayor erogación para ese beneficiario. 
De lo contrario, no tendría razón de ser y no sería aplicable. Esa es nuestra intención. 


Se dice que la Gerencia de Carteras Sociales del Banco Hipotecario confirma que no corresponde hablar de 
retasación, que se trata de una readecuación de los saldos y que las unidades no serán retasadas. Esto no es 
así. Estamos hablando de un procedimiento complejo que está definido claramente en los primeros artículos 
del contrato de cartera social. El Banco Hipotecario va a hacer la retasación de los inmuebles, va a reestudiar 
los préstamos realizados y va a analizar nuevamente la situación socio económica de cada beneficiario. Eso 
implica, al final, una readecuación de la cuota y de la deuda. Pero esto no solamente pasa por una retasación 
sino por un análisis de todo el préstamo, de todos los pagos a cuenta que se efectuaron, etcétera. Es un 
procedimiento complejo que va a llevar en última instancia a que el Ministerio, analizados todos estos 
parámetros, pueda entregar o no un subsidio habitacional. Evidentemente, son situaciones que no pueden ser 
tomadas de manera aislada. En ningún caso vamos a hacer retasaciones sin realizar una readecuación del 
préstamo originario y sin estudiar la situación socioeconómica. 


También se dice que el contrato de arrendamiento se hace por cuatro meses y que luego se prorroga por 
cuatro meses más. Pero, si mal no recuerdo, el contrato dice que en el caso en que transcurran más de ocho 
meses de arrendamiento, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá 
solucionar situaciones específicas. Voy a dar la misma respuesta de hace unos momentos. Estamos hablando 
de cinco a diez casos por mes -no más- de situaciones de lanzamiento. Eso quiere decir que son muy pocos 
los casos para ser analizados por el Ministerio. Además, muchos de ellos van a ser solucionados a través de 
su propia vivienda. Eventualmente, podremos definir en el futuro cuál es la solución final que daremos a esta 
situación. 


Obviamente, tampoco quisimos hacer un contrato de arrendamiento por más tiempo y por más plazo que el 
que tenemos hasta el 1? de marzo de 2005, precisamente, para evitar otro tipo de cuestionamientos. El 
próximo Gobierno quedará librado para dar las soluciones que corresponda. Mientras tanto, deben ser 
solucionados hoy los casos de emergencia crítica, porque se trata de familias que potencialmente están en 
situación de calle por recibir un lanzamiento. 


SEÑOR MELGAREJO.- Agradezco la presencia del señor Ministro y de las autoridades que nos 
visitan. Creo que debe ser el único Ministerio que siempre que hemos reclamado su presencia en esta 
Comisión ha estado diligente en venir, fundamentalmente en esta última etapa en la que el arquitecto 
Trureta está al frente de la Cartera. 


Por ser una de las últimas reuniones que tengamos, voy a pedir la licencia de hacer una reflexión en torno al 
trabajo que hemos tenido con el Ministerio. Desde mi punto de vista esto interesa para que se sepa qué 
pensamos sobre algunas cosas. 


Comienzo por decir que en el momento en que el señor Ministro fue interpelado, yo le señalé -cuando hice 
una breve intervención- la necesidad de que renunciara al Ministerio. No lo dije pensando en su capacidad 
técnica y humana sino porque evidentemente era poco lo que iba a poder realizar desde esa Cartera. En lo 
fundamental, que no es poco -por más que parezca una contradicción-, el señor Ministro ha logrado de alguna 
forma definir grandes lineamientos con los que es difícil discrepar. 


El gran déficit del Ministerio está en que es el Ministerio de Vivienda. Quizás si el señor Ministro hubiese 
estado durante todo el período, podríamos estar midiendo de una manera diferente esta realidad. De todos 
modos, en el tiempo que tenía para desempeñar su cargo en esta Cartera, las soluciones habitacionales 
fundamentales en el país no fueron dadas y no creo que esto haya sido así por falta de voluntad del señor 
Ministro. No fueron dadas porque el Ministerio, que tiene un profundo contenido social, lamentablemente, se 
vio castigado por los recortes, como ocurrió con casi todas las Carteras. Además, el Ministerio de Economía 
y Finanzas en ningún momento intentó dar una solución diferente para que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente pudiera cumplir con los compromisos contraídos y con las 
situaciones de emergencia que surgen en cada momento. 


Si nosotros repasamos aquellas tres versiones taquigráficas de las primeras tres sesiones que tuvimos con el 
arquitecto Irureta, podremos advertir claramente la definición de una política en torno al Ministerio, como 
nunca la tuvo desde su creación en 1990. Es una cuestión para anotarla a favor del señor Ministro. También 
podríamos señalar otras cosas menores. 


En definitiva, el señor Ministro ha logrado varias cosas en su corta carrera en el Ministerio. Por ejemplo, el 
relacionamiento con las organizaciones sociales que tienen que ver con el tema de la vivienda, si por 
momentos se volvió medio tenso, no fue tirante. De alguna forma, ha ido solucionado todos los temas, por lo 
menos buscando consensos en cuanto a cómo llevar esto adelante. 


Hubo cuestiones que hasta se pueden catalogar de normales en los movimientos internos. Creo que logró 
encaminar el funcionamiento del Ministerio. 


Además, de alguna forma se logró que el Banco Hipotecario y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente comenzaran a trabajar de manera coordinada. Lástima que no pudo ser antes, 
cuando el Banco Hipotecario era un banco y no un banquito como es ahora. Es muy importante encaminar 
estas situaciones. Lástima que el Poder Ejecutivo no se dio cuenta también de que los reclamos del señor 
Ministro Irureta -que apoyamos en todo momento- tendrían que haber sido llevados adelante. La 
regularización de los asentamientos irregulares debía estar en la órbita del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y no en la de la OPP. Evidentemente, se desperdició y se 
devolvió una cantidad de dinero, y no se solucionaron una cantidad de problemas en los asentamientos 
irregulares, que siguen existiendo. Creo que el arquitecto Irureta habría encarado el tema de una manera 
diferente y se habrían conseguido más soluciones. 


De esta manera quise señalar lo que a mi juicio ha sido importante en el Ministerio y que ha estado a cargo 
del arquitecto Irureta. Menos mal que las autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, especialmente, el arquitecto Irureta, concurren a la Comisión. Digo esto porque el 
"banquito" Hipotecario se ha dado el lujo de negarse constantemente a concurrir a esta Comisión. Y como es 
evidente, en ningún momento vamos a tener respuesta a las interrogantes que queremos formular a las 
autoridades del Banco Hipotecario, porque tanto la señora Presidenta como los miembros del Directorio no 
están disponibles. Quizás tengan otras tareas más importantes que las de gobernar que les impidan concurrir a 
esta Comisión a efectos de brindar las explicaciones del caso. Este es un gran debe. Yo sugeriría que antes de 
terminar con nuestra tarea, la Comisión realice una nota para enviársela al señor Presidente de la República y 
a la señora Presidenta del Banco Hipotecario, haciéndoles notar el profundo desagrado que puede tener una 
Comisión Asesora del Poder Legislativo al no contar con los elementos necesarios para analizar los 
problemas referidos, nada más ni nada menos que a la vivienda. Indudablemente, eso nos quita posibilidades 
de tener todos los elementos para estudiar este tema. 


Ahora voy a realizar algunas preguntas. Hace mucho tiempo que envié a los anteriores titulares del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente un pedido de informes consultando qué 
cantidad de núcleos básicos evolutivos existían en el país y cómo estaban distribuidos en cada departamento. 
Formulé esa pregunta, porque es un tema que me importa mucho. Es un dato que quería conocer y me parece 
importante que los legisladores tengamos esa información actualizada. 


Por otro lado, me han llegado varias denuncias, fundamentalmente, del Complejo "Euskal Erria". Las 
actuales comisiones administradoras de este Complejo han ampliado sus potestades, evidentemente con el 
visto bueno del Banco Hipotecario. Llegan a tal límite estas potestades que ellas mismas son las que se 
encargan de comenzar los procesos de expulsión de la gente de los complejos. Es decir, son las que informan 
al Banco Hipotecario para que se comiencen a llevar adelante los juicios de desalojo. No está escrito en 
ningún lado que esto sea así, salvo que exista alguna ordenanza nueva que la Presidenta del Banco 
Hipotecario haya instrumentado y que nosotros no conozcamos. Entendemos que el papel que cumplían las 
comisiones administradoras era suficiente, que inclusive habría que retocarlo, pero no para darles mayores 
potestades que, realmente, no le corresponden desde ningún punto de vista. 


Yo salí un momento mientras el doctor Brum estaba haciendo su primera intervención y quizás ya lo explicó, 
pero me gustaría saber cuál es la razón de llevar las cosas al extremo de que llegue el lanzamiento y recién 
ahí suspender el trámite. No digo que no se comience el trámite, pero ¿no se podría de alguna forma 
comenzarlo y que se suspenda ante la inquietud de la gente? La experiencia que yo tengo de conversar con la 
gente que me viene a ver acá o que veo cuando voy a los lugares donde están planteados los problemas de los 
complejos del Banco Hipotecario, es que, desde el momento en que llega el primer cedulón la gente se 
comienza a preocupar. Si al hecho de que nuestra gente vive en un país como el nuestro, le sumamos el 
elemento de que tiene un cedulón de desalojo, se genera mucha inquietud. Entonces, la gente tiene que 
conseguir quién le haga un escrito para ver si obtiene una prórroga; la consigue, le dan un plazo, le viene el 


otro cedulón y, cuando le llega el lanzamiento, para ahí, porque evidentemente la intención no es echar a 
nadie sino que se regularice la situación planteada. Creo que tendríamos que tratar de humanizar esto; quizás 
se podría lograr por el lado de los convenios con el Banco Hipotecario, pero lo que no se debe hacer es llevar 
las cosas al extremo para no tener durante tanto tiempo a familias enteras en vilo. 


Creo que cuando el doctor Brum dice que ha habido pocos desalojos y que en el último mes no hubo 
ninguno, quizá sea debido a que está vigente la ley que no permite desalojos durante el invierno. 


(Interrupciones) 


No digo para todo el mundo; me refiero a lo que dice la ley, no estoy hablando de los otros casos. Inclusive, 
en más de una oportunidad planteamos aquí en la Comisión que se implementara para cada uno de los casos. 
Es una cuestión preocupante sobre la que nos gustaría conversar. 


Acá viene el tema más grueso. Si bien el doctor Brum dijo que era complicado el tema del trámite, yo digo 
por qué esa actitud tan porfiada, fundamentalmente del Banco Hipotecario, de no retasar la vivienda. Hace 
tres años que venimos discutiendo el tema con la gente. Uno de los elementos fundamentales de los deudores 
está planteado por el lado de la retasación de la vivienda. Entendí la explicación que dio el doctor Brum, pero 
quería tratarlo en forma más profunda. Cuando uno empieza a tratar el tema de los complejos habitacionales 
del Banco Hipotecario es muy difícil que no encuentre alguno que no tenga a nivel general vicios de 
construcción. Estos vicios de construcción no son problema de la gente sino de quien entregó las viviendas; 
cuando la gente las ocupó y comenzó a vivir en ellas éstos se empezaron a notar por todos lados. Esa 
aberración de construcción que tenemos, que es el Complejo "Euskal Erria" -que es un invento de cómo se 
podían hacer las viviendas-, cada poco tiempo tiene problemas en las juntas y deben ser selladas nuevamente, 
problemas de humedad que se ven claramente, etcétera. Hubo inspecciones hechas a nivel particular y por la 
Intendencia, que constataron vicios de construcción en todas las torres. Entonces, si no se suma a las 
readecuaciones el tema de los vicios de construcción, que es responsabilidad de la empresa que construyó o 
del Banco Hipotecario, nos quedamos rengos. No tenemos todos los elementos para poder hacerlo. Y a lo 
largo del tiempo, tanto el buen pagador como el regular o el mal pagador vienen sufriéndolo de la misma 
forma. Los vicios de construcción es un elemento fundamental a tener en cuenta para tomar una decisión 
final en un proyecto como el que está planteado en este caso. 


Me parece que es un elemento a tener en cuenta para que podamos llegar a una solución lo más justa posible. 
Repito que creo que estos convenios apuntan -de alguna manera tengo que reconocérselo al arquitecto 
Trureta, porque evidentemente no conozco a la Presidenta del Banco Hipotecario; creo que vino una vez, pero 
no recuerdo su cara- a buscar una salida a estas situaciones que hace mucho tiempo venimos reclamando y 
que por fin ahora estamos encarrilando, más allá de las críticas que podamos hacer en algunas cuestiones 
puntuales que están en los convenios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con lo planteado por el señor Diputado Melgarejo. Por 
supuesto que esto lo hemos tratado en la Mesa, pero por la relación de amistad que me liga con él, 
hemos tenido oportunidad de comentarlo de sobremesa en una reunión cualquiera y coincidimos en la 
gran mayoría de los aspectos. 


SEÑOR ARGENZIO.- En primer lugar, saludo a la delegación que nos visita, compuesta por el señor 
Ministro, el señor Subsecretario y el Director de Medio Ambiente. 


El señor Subsecretario mencionó al pasar que en estos nuevos convenios de los contratos sociales del Banco 
Hipotecario se va a subsidiar la cuota y además los gastos comunes. Quería plantear el problema que se está 
dando en muchos complejos: me refiero, concretamente, a que la gente tiene enormes dificultades y debe 
optar entre pagar el agua o el BHU. Hay gente que no paga la cuota pero sí los gastos comunes; algunos otros 
no pagan nada. Debido a la alta morosidad, el dinero que se recauda por concepto de gastos comunes, dentro 
de lo que está incluido el consumo de agua y de luz, etcétera, no alcanza. 


Me voy a referir al caso concreto del PC8 de la ciudad de Minas, con 142 viviendas, que tiene en este 
momento una deuda de casi cuatro meses con OSE porque el dinero recaudado ha ido disminuyendo. El BHU 
cobra lo correspondiente a la cuota y los gastos comunes -que luego debería reintegrar a la Comisión 
Administradora-, pero de un tiempo a esta parte no queda un excedente para que la Comisión Administradora 


pueda pagar los consumos. Por lo tanto, actualmente, tienen grandes problemas para abonar, en este caso 
concreto, a OSE, con un consumo mensual de prácticamente $ 40.000. Los vecinos dicen que este problema 
se podría solucionar si se colocaran los contadores de OSE en forma individual. Han averiguado en OSE y 
existen facilidades para instalarlos; se podrían pagar en hasta treinta y seis meses. Pero, según me han 
informado los vecinos, significaría entre $ 3.000 y $ 4.000 a cada uno de ellos. Existen los planos para 
hacerlo; aparentemente, también existiría la autorización del Banco Hipotecario para llevarlo adelante; OSE 
también lo haría, pero los vecinos no pueden pagar esa cantidad de dinero. Quisiera saber qué posibilidades 
habría de que el Banco Hipotecario -para evitarse ese tipo de problemas que existen no solamente en 
Lavalleja o en el PC8 de Minas, sino en muchos complejos habitacionales del país- se hiciera cargo, no del 
consumo de agua, pero sí del deslinde de esos medidores en el supuesto caso de que la infraestructura de las 
cañerías y la distribución lo permitiera. Este es un tema importante y aproveché para plantearlo, ya que se 
introdujo el tema relativo a la posibilidad de subsidiar los gastos comunes. El problema concretamente es que 
la mitad paga la cuota, la otra mitad no la paga, algunos, aparentemente, pagarían solo los gastos comunes; 
por lo tanto, la morosidad es grande. Tengo entendido que en el complejo que mencioné no están separados 
los gastos comunes de la cuota. Eso es lo que me han informado los vecinos o, al menos, así es como lo 
entendí yo. El dinero lo recauda el Banco Hipotecario; el vecino no paga a la comisión interna que ellos 
tienen para administrar los fondos, sino que pagan en el mostrador del Banco Hipotecario y luego van a 
buscar el dinero, pero como ha disminuido, ahora ya no alcanza. 


Dejo planteada esta inquietud; no sé si pueden contestarme algo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Comenzaré por responder las interrogantes del señor Diputado Argenzio. 


En el marco del contrato que nosotros llamamos "de emergencia crítica" -en el que se trata de solucionar los 
problemas planteados por gente que está en situación de lanzamiento, que son muy pocos, y no estamos 
hablando de los casos pasados sino de las situaciones que se sucedan desde la suscripción de este contrato-, 
que se realizó el 12 de julio, hemos dado soluciones a tres personas. Estamos hablando de un contrato con un 
alcance muy limitado. 


Además, quiero aclarar que en este caso no estamos subsidiando la cuota; estamos subsidiando algo que 
llamamos alquiler, que no supera los $ 1.200 y en algunos casos ha sido de $ 500. De todos modos, el límite 
es de $ 1.200, más los gastos comunes. Resolvimos esto ante el planteamiento del Banco Hipotecario de que 
tiene que hacer frente a estos montos por gastos comunes. 


Lamentablemente, excedería el marco normativo de estos contratos cualquier tipo de inclusión o análisis de 
otra deuda, como por ejemplo, con OSE. Pero con muchísimo gusto nuestro Ministerio hará llegar al Banco 
Hipotecario la inquietud del señor Diputado Argenzio por el tema de los deslindes de medidores, que nos 
parece importante para cada caso concreto. 


Quisiera responder algunas de las inquietudes del señor Diputado Melgarejo. En el artículo 4” del contrato de 
cartera social, en el que se especifica la identificación de los futuros beneficiarios, se establece que el Banco 
Hipotecario del Uruguay efectuará un relevamiento de cada núcleo familiar ocupante, incluyendo 
adicionalmente a la identificación de la situación socioeconómica y cultural de la misma, caracterización y 
antigiiedad de la ocupación, valor actual de tasación, préstamo otorgado y amortización acumulada. Esto es 
lo que en su momento llamé procedimiento complejo porque, en definitiva, lo es. El hecho es que en el 
concepto de antigijedad de la ocupación y valor actual de la tasación tomamos especialmente en cuenta los 
vicios de construcción, que son la gran diferencia que existe entre una unidad y otra. Inclusive, no estamos 
haciendo las tasaciones por complejos sino por unidades, porque el Ministerio y el Banco han constatado que 
en determinados complejos hay unidades que están en perfectas condiciones y otras que no lo están. Es por 
eso que quizás la retasación se demore un poco; se realiza en forma individual, por unidad, y se toman 
especialmente en cuenta los vicios de construcción al momento de la tasación. 


SEÑOR MELGAREJO.- Poco habría costado que en el texto figurara expresamente "vicios de 
construcción". Yo tengo en cuenta lo que señala el señor Subsecretario, pero no se mencionan 
específicamente los vicios de construcción. 


Coincido con que hay problemas por vicios de construcción pero también por maltrato de la vivienda; un 
técnico puede definir claramente si los problemas son congénitos o causados por los ocupantes. Para mí, el 
hecho de que en este artículo se hablara claramente de los vicios de construcción habría sido muy importante 
para que la gente lo interpretara claramente desde el principio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Comparto lo que dice el señor Diputado Melgarejo. Llevando estos contratos a la 
práctica, se puede advertir que probablemente incurrimos en varias omisiones. Ocurre que no somos 
expertos en materia de construcciones y tasaciones. De todos modos, tengo la certeza hasta jurídica de 
que dentro del concepto de tasación está necesariamente implícito el tomar en cuenta los vicios propios 
de la vivienda. Por ejemplo, en la siguiente cláusula identificamos a los beneficiarios y hablamos de 
promitentes compradores, arrendatarios y ocupantes. También podríamos preguntarnos qué significa 
"ocupantes"; para nosotros es importante definirlo y lo estamos haciendo en el marco de este convenio. 
Queremos dejar clara también la intención y el espíritu de estos conceptos. 


En este sentido, quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de que el hecho de que hablemos de 
ocupantes no significa que le demos un subsidio a intrusos. Llamamos ocupantes a aquellas personas que 
tienen algún vínculo familiar hereditario con quienes fueron promitentes compradores; por ejemplo, un hijo o 
un nieto que se queda en la casa es un ocupante. No existe una figura jurídica concreta para aplicar en este 
caso, pero serán tomados en cuenta para estos beneficios. 


De este modo, quería aclarar que hay muchos conceptos que engloban otros tantos, que en la magnitud de 
estos convenios no nos fue posible definir pero estamos haciéndolo. Esta problemática nos lleva 
constantemente a discutir -en el buen sentido de la palabra, positivamente- con el Banco Hipotecario del 
Uruguay. 


También quiero responder la inquietud relacionada con la suspensión de lanzamientos, con el motivo de que 
no se utilice otro procedimiento y de que no se llegue a soluciones previas. Reitero que en el contrato que 
firmamos sobre emergencia crítica soy muy pocos los casos que tomamos en cuenta, y entendimos que no 
debíamos retacear al Banco Hipotecario ningún tipo de normativa ni de procedimiento dentro de los que son 
habituales para exigir el normal cumplimiento de las obligaciones. De todas formas, tradicionalmente el 
Banco Hipotecario ha actuado de forma muy beneficiosa para las personas; no creo que haya otro acreedor de 
determinadas operaciones que se comporte como tradicionalmente lo ha hecho el Banco Hipotecario, que en 
algunas épocas y con ciertas actitudes hasta ha estado omiso en el cumplimiento de sus obligaciones en este 
sentido. Creo que la actitud que el Banco ha tenido tradicionalmente ha sido bastante humanizada, para 
utilizar los mismos términos que el señor Diputado Melgarejo. De todos modos, reitero que son muy pocos 
los casos concretos que hemos tenido desde el 12 de julio a la fecha; no han sido más de tres y los hemos 
solucionado en forma concreta, porque previamente pasan por el cernidor del Banco Hipotecario y luego son 
analizados por asistentes sociales del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑORA BARREIRO.- Quedaron algunas respuestas pendientes. 


Cuando se refería a uno de estos convenios, el señor Subsecretario dijo que era intención del Ministerio que 
no hubiera más erogaciones para la gente, y es lógico que sea así; sin embargo, de acuerdo con la carta de 
ADEVIH, no me queda claro si es así como lo está aplicando el Banco. Por ello sigo reclamando que vengan 
sus autoridades a aclararlo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Me parece muy importante realizar esta aclaración porque realmente hace al fondo del 
asunto. 


Hay una cuestión básica en estos contratos, fundamentalmente en el de la cartera social del Banco 
Hipotecario: no se aplicará el contrato a menos que el beneficiario así lo solicite al Banco. Quiere decir que el 
Banco realiza la retasación en forma obligatoria porque necesita hacer la adecuación y el análisis de todas las 
viviendas que integran su cartera social en el país, pero será el beneficiario quien decida ser potencial 
acreedor de un subsidio del Ministerio, si las condiciones le resultan favorables; su voluntad, la persona 
decidirá si acepta o no una modificación de su deuda final y de su cuota final. 


Esta es una aclaración muy importante que resultaba preciso hacer en este momento. 


SEÑORA BARREIRO.-- El señor Subsecretario dijo que el Banco Hipotecario paga los gastos comunes 
de quienes no lo hacen y que como son de cinco a diez casos por mes el monto no excedía los $ 200 o 
$ 300. La duda que me quedó por la forma en que usted se expresó es si esto de que el Banco pague los 
gastos comunes es algo general. Yo no sabía que fuera así. Por ejemplo, todos conocemos la calidad del 
Euskal Erría y el estado de sus viviendas; según el número de habitaciones, hace dos años los gastos 
comunes iban de $ 1.000 a $ 2.000. Yo vivo en un edificio en la rambla, en un apartamento de un 
dormitorio, y también pago $ 2.000. Por supuesto, no podemos comparar calidad, ni ubicación de las 
viviendas. De todas maneras, reitero que para mí es una novedad que el Banco pague los gastos 
comunes. Tenía entendido que no lo hacía y que ello constituía un gran problema para las Comisiones 
Administradoras y para los vecinos que veían incrementadas sus cuotas para compensar a los que no 
pagaban. Creo que eso funciona así y que se alcanzan cifras bastante altas. Por eso me preocupa ese 
tema y el de los lanzamientos. Quisiera que se aclarara esto, porque esta ley está pasando muy de 
incógnito. 


Antes de que se plantearan las primeras dudas por los lanzamientos, previo al comienzo del invierno, como 
Comisión propusimos hacer un comunicado a la prensa para informar que esta ley está vigente, porque 
mucha gente venía aquí a hacer reclamos en ese sentido. Reitero: la ley está rigiendo. Se aprobó hace dos 
años; creo que fue una iniciativa del señor Senador Singer que después se modificó, llegó a la Cámara de 
Representantes y la votamos. No es para todos los casos; el Juez tiene la opción de decidir según el caso 
concreto. Sería bueno que se le diera lectura y que quedara en la versión taquigráfica para aclarar todas las 
dudas. Repito que parece que estamos de incógnito con esto; inclusive, algún señor Diputado opinó aquí que 
publicitar la ley sería peligroso porque podría generar esperanzas en la gente, y la resolución no se aprobó. 
En definitiva, esto resultó tan secreto que ni siquiera el Ministerio tenía conocimiento de ello; me parece 
insólito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a leer el texto de la Ley N* 17,495. 


(Se lee:) "Artículo 1*.- Declárase por vía interpretativa que el artículo 8” del Decreto-Ley N* 15.301, de 14 de 
julio de 1982, es de alcance general". 


Por su parte, el artículo 8* referido establece que "En todos los casos de lanzamiento, por razones de fuerza 
mayor, el Juez podrá prorrogar el lanzamiento hasta por ciento veinte días.- Para dicho efecto el Juez tomará 
especialmente en cuenta que en los inmuebles estén morando menores de hasta catorce años, mujeres 
embarazadas o personas mayores de setenta años y que la ejecución del lanzamiento recaiga en los meses de 
invierno”. 


Continúa el Artículo 2” de la Ley_N* 17.495: "Agrégase a la disposición referida en el artículo anterior el 
siguiente inciso: 'Para dicho efecto el Juez tomará especialmente en cuenta que en los inmuebles estén 
morando menores de hasta catorce años, mujeres embarazadas o personas mayores de setenta años y que la 
ejecución del lanzamiento recaiga en los meses de invierno". 


Esto fue aprobado en la Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a los 8 días del mes de 
mayo de 2002. 


SEÑORA BARREIRO.- Según entendí, se dijo que se había empezado por Rivera, Salto, Artigas y 
Cerro Largo porque allí estaban localizados los mayores problemas de vivienda del país. En todo caso, 
pueden concentrarse allí los mayores problemas de viviendas desocupadas, pero no creo que estén en el 
interior los mayores problemas de vivienda. Reitero que no sé si entendí mal. 


Por otra parte, me interesa el resto de las operaciones que el Ministerio hará este año. No sé si los 
US$ 5:000.000 se irán en esto o si se utilizarán también en otras cosas; tampoco me ha quedado claro esto. 


También está el tema de FECOVI; me gustaría que después se les alcanzara la versión taquigráfica de su 
comparecencia en la Comisión. Ellos se sienten excluidos de todas estas soluciones, tienen gente con 
problemas de este tipo y no están comprendidos en estas franjas para alcanzar el subsidio. 


Además, me interesa el tema del fideicomiso y quiero plantearlo; aunque no sea de competencia estricta del 
Ministerio, no contamos con la presencia de las autoridades del Banco y, en cierto modo, esa institución está 
en la órbita del Ministerio. Y, como dijo el señor Ministro, el que planifica la política de vivienda es el 
Ministerio y el Banco tiene que actuar de acuerdo con eso; veremos si es posible cambiar esa forma tan 
enfermiza de funcionar que ha habido hasta ahora. Es preocupante lo que dijo la gente de FECOVI. Ellos 
manifestaron que en caso de que esto empiece a funcionar van a iniciar una acción jurídica porque creen que 
no es constitucional 


Además, acabo de ver otra cosa que me preocupó. En esta explicación que nos manda el Banco Hipotecario, 
junto con los convenios, de fecha 28 de junio, se hace referencia al fideicomiso financiero unilateral. Sé que 
en el Banco Hipotecario todo es unilateral -lo digo como escribana-, porque realmente la gente no sabe lo que 
firma, y firma parada al lado de un mostrador cuestiones que se agregan a su escritura y a su contrato. No es 
para nada transparente; la gente no tiene la menor idea de lo que firma y depende del escribano que actúe y 
de la confianza, el que sea engañada o no en lo que está haciendo. Reitero que me preocupa que se hable de 
fideicomiso unilateral, porque no creo que el Banco deba imponerlo sin que la otra parte esté enterada. No sé 
si pueden contestarme sobre este punto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Quiero hacer una aclaración con respecto a este último asunto. No sé en qué marco el 
Banco Hipotecario se refirió al fideicomiso unilateral... 


SEÑORA BARREIRO.- Envió una explicación sobre el fideicomiso unilateral junto con los convenios. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Reitero que no sé en qué marco hace esta referencia, pero estos tres convenios no 
implican ningún tipo de fideicomiso. Sé que el Banco Hipotecario está estudiando una propuesta de 
fideicomiso para solucionar el problema de la cartera social en lo que respecta a las cooperativas - 
seguramente, el señor Ministro inmediatamente se referirá a ese tema-, pero nada tiene que ver con 
esto. 


En cuanto al presupuesto, en lo que refiere al contrato de viviendas vacías, por el cual vamos a dar subsidios 
a beneficiarios del SIAV que ganan entre 30 UR y 60 UR, dispusimos de lo que nos restaba del presupuesto 
de este año, es decir, $ 148:000.000 -que significan unos US$ 5:000.000-para subsidiar estos certificados que 
vamos a emitir. Según nuestros cálculos, al día de hoy, equivaldría a un beneficio para 1.070 personas 
inscriptas en el SIAV que van a adquirir 1.070 viviendas vacías del Banco Hipotecario y algunas tantas más 
que existen; calculamos que puede haber entre 1.300 y 1.400 viviendas. 


Empezamos por Artigas, Rivera, Salto y Cerro Largo porque allí hay dificultades habitacionales importantes, 
pero además porque en esos departamentos es donde existe menor ingreso per cápita de todo el país y porque 
nos han acercado un relevamiento muy claro de todas las viviendas vacías del Banco Hipotecario. 


Quiero aclarar que tenemos en cuenta que es potestad del Poder Judicial aplicar las normas sobre suspensión 
de lanzamientos del año 2002, pero también somos conscientes que eso se realiza a pedido de parte y muchas 
veces el expediente judicial de desalojo y luego de lanzamiento se realiza sin que siquiera la persona que será 
lanzada o desocupada se presente al trámite judicial. Por lo tanto, a veces ni siquiera hay intervención 
judicial. En esos casos, cuando ni siquiera se realizó una defensa, actuamos rápidamente. Obviamente, en los 
casos en que el Poder Judicial otorga a estas personas una suspensión del lanzamiento nosotros no tenemos 
por qué intervenir, ya que la persona no está en situación de calle como para ser considerada dentro del 
marco de estos contratos del Ministerio de Vivienda. Recién cuando se reinicia el procedimiento de 
lanzamiento, una vez vencido el plazo de prórroga que otorgó el Juez, allí sí podemos tener intervención. 


SEÑOR BARRIOS.- Quiero hacer algunas preguntas con respecto a este punto, pero meramente 
formales, aprovechando la presencia de las autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y a fin de aclarar algunos aspectos porque muchas veces nos piden 
información sobre estos temas. 


En primer lugar, me gustaría saber cómo tipifica el Banco Hipotecario su cartera social. Hago esta pregunta 
porque se ha presentado gente de algunos complejos que nos ha dicho que no se considera la vivienda que 
ocupan y los ingresos que perciben. Tengo dudas en cuanto a si es algo que se tipifica en el momento en que 
la persona adquiere la deuda y es inamovible. 


En segundo término, con respecto a la suspensión del lanzamiento que hace el Banco Hipotecario, quiero 
saber si es de oficio en todos los casos o si la persona interesada debe solicitarlo. 


Por último, con respecto a las viviendas vacías, sé que por lo menos en el interior -que es lo que conozco- 
hay viviendas de diferentes categorías: económicas, medianas, pero también de alto precio. ¿Se van a tener 
en cuenta todas las viviendas o solo las de características económicas? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Supongo que se han planteado todas las inquietudes y antes de terminar con este tema quisiera hacer 
algún comentario. 


En primer lugar, con respecto a las palabras del señor Diputado Melgarejo en su intervención al comienzo de 
la sesión, quiero decir que realmente me alegra que sea de conformidad de los señores Diputados el trabajo 
realizado no por el Ministro sino por el equipo del Ministerio, porque esto siempre fue un trabajo de equipo. 
Y me alegra, no por la satisfacción personal que significa; me alegra porque únicamente hemos procurado, 
permanentemente, en todo este tiempo, hacer lo que correspondía frente a los problemas acuciantes de 
vivienda, de medio ambiente y de ordenamiento territorial que sufría el país. De modo que el hecho de que en 
cierta medida -y no en toda, estamos absolutamente de acuerdo- podamos haber concretado alguno de esos 
anuncios que planteamos desde el comienzo, realmente nos permite decir que valió la pena que este equipo 
estuviera allí para llevar adelante -reitero: aunque no sea en toda su dimensión- los propósitos iniciales. 


Con respecto al tema que nos ocupa quiero hacer una primera reflexión o comentario. Estos tres convenios 
son el comienzo de un trabajo; a medida que los apliquemos, tendremos que modificarlos y resolver 
problemas que sin duda se nos van a plantear. Creo que lo que vale la pena es reafirmar el ánimo del 
Ministerio de Vivienda y del Banco, que es solucionar un problema del Banco pero también de la gente. 
Coincido con ustedes en que hay una enorme cantidad de familias que están en una especie de limbo; no 
saben qué es lo que va a pasar; no pagan porque no pueden, pero no saben qué puede pasar si no pagan. Lo 
que estamos tratando de hacer es definir situaciones a efectos de llevar tranquilidad, y que al mismo tiempo 
el Banco tenga certezas sobre lo que puede ser su proceso de recuperación. 


Nos llevamos algunos deberes. Obviamente, les alcanzaremos el informe de la cantidad de núcleos básicos en 
el país y su distribución por departamento; no tuve conciencia de que nos hubieran hecho este pedido. 
Asimismo, haremos llegar a la señora Diputada Barreiro la reglamentación del SIAV. 


En cuanto a las cooperativas, debo decir que quedaron afuera pero no porque se las excluyera; quedan afuera 
porque las la cartera de cooperativas es bastante diferente a la cartera social del Banco en cuanto a las 
disposiciones que se tomaron y a la normativa. Entonces, no se podía englobar en una sola bolsa la cartera 
social construida para el Banco y la cartera cooperativa. El Banco está trabajando en la cartera cooperativa y 
nosotros vamos a analizar debidamente y en forma conjunta este trabajo, del mismo modo que trabajamos 
con la cartera social. Ya hemos transmitido a todas las cooperativas que de ninguna manera hay ánimo de 
exclusión, pero sí de equidad. Tenemos cooperativas cuya construcción está en la órbita del Ministerio de 
Vivienda y cooperativas que están totalmente en la órbita del Banco Hipotecario. Queremos que el modo de 
considerar esas cooperativas sea el mismo dentro del Ministerio o dentro del Banco porque, en último 
término, quienes ocupan las viviendas de los proyectos presentados en el Banco o en el Ministerio son las 
mismas personas, con los mismos problemas y los mismos derechos. Por eso queremos que haya un trato 
equitativo para todos los que hacen uso del Fondo Nacional de Vivienda. Por ese motivo, estamos 
considerando en forma particular las cooperativas. 


SEÑORA BARREIRO.- Recordé que los habitantes de las viviendas de CAFE me plantearon que les 
están llegando cedulones de lanzamiento; no sé cuál es el problema concreto, porque me pidieron 
audiencia, pero todavía no he podido atenderlos. Lo que quiero preguntar es si ellos están incluidos en 
las cooperativas. Se trata del fondo social. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
No puedo darle una contestación categórica, pero tengo la impresión de que las viviendas del fondo 
social están en el Ministerio y, en cambio, las cooperativas están divididas entre el Ministerio y el 
Banco Hipotecario. Los fondos sociales están todos en el Ministerio. Nosotros solicitamos la actuación 
de la Auditoría Interna de la Nación en los fondos sociales; en particular, el de CAFE está intervenido. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Hicimos la intervención conjuntamente con el Ministerio de Educación y Cultura y 
pedimos a la Auditoría Interna de la Nación que realizara la auditoría a cinco fondos sociales más. 
Puedo hacerles llegar la lista de las auditorías que pedimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos al Ministerio que toda la información se envíe a través de la 
Secretaría. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Lo que podemos enviar a la Comisión es el informe de los interventores del Ministerio 
sobre la situación actual de la intervención en el complejo de CAFE. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
La cartera social la tipificó el Banco Hipotecario. 


En 1976, todas las funciones y funcionarios del Instituto Nacional de Viviendas Económicas -INVE- pasaron 
al Banco Hipotecario, que quedó como único organismo rector de la vivienda en el país. Al absorber INVE, 
el Banco siguió cumpliendo las funciones del Instituto cuyo cometido era construir viviendas para los 
sectores de la población con menores ingresos. Desde 1976 hasta un poco más de 1990, cuando se creó el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Banco Hipotecario construyó una 
cantidad muy importante de viviendas que se llamó de Categoría l, que básicamente constituye lo que hoy se 
llama la cartera social y cuyo listado de complejos hizo el propio Banco. Es probable que haya, aparte de ese, 
algún otro conjunto que pueda incluirse, pero eso se podrá ver después. Diría que, en principio, lo 
fundamental es ese tipo de vivienda. En la cartera social también se incluye alguna vivienda de Categoría Il. 


Lo que caracterizaba a estas viviendas era que tenían una calidad inferior a las que luego se llamó "las 
viviendas del Banco Hipotecario", a partir de 1990 y, además, en muchos casos están semitugurizadas. Me da 
la impresión de que hay muy serios problemas en esa cartera, sobre todo en los departamentos del interior, 
donde existen complejos muy abandonados, por cuanto no se les hicieron reparaciones y están en una 
situación bastante caótica. De lo que se trata es de regularizar ese conjunto de situaciones, reitero, por la 
gente y por el Banco. 


Por otra parte, me gustaría aclarar alguna expresión. En una carta se dice que se están legitimando los 
colgamentos. A mi modo de ver y desde el punto de vista jurídico, los colgamentos siempre fueron legítimos, 
por cuanto es deuda contraída que no se pudo pagar y cuyo pago se postergó hasta el final de la amortización 
de la deuda. Es decir, en el plazo establecido se pagaba determinado monto y aquellas diferencias que se 
derivaban del aumento de la Unidad Reajustable respecto de otras variables económicas quedaban para pagar 
al final de la deuda. Sin embargo, después se produjo un cambio, ya que la Unidad Reajustable llegó a estar 
US$ 17 y hoy está a US$ 8, es decir, hubo una disminución sustantiva del colgamento 


Todas estas deudas contraídas con el Banco Hipotecario en función de los créditos son en Unidades 
Reajustables. 


Entonces, se debe tomar en cuenta todos los créditos otorgados por el Banco, incluidos los colgamentos, todo 
lo que fue amortizado y también el estado de la construcción, particularmente los vicios de construcción. Para 
construir un nuevo Banco Hipotecario que sea útil a políticas de vivienda, debemos partir de la base de que 
los créditos que se conceden tienen que pagarse, porque de lo contrario no sería un banco sino cualquier otra 
cosa. Del mismo modo, hay que tener en cuenta otro aspecto en el que hemos insistido mucho con el Banco: 
si damos subsidio de aquí en más no es en la tasa de interés, por cuanto esta debe ser aquella que permita al 
Banco cumplir con sus depositantes y ahorristas y, al mismo tiempo, pagar sus costos operativos, que son 


muy altos. Asimismo, no tengo duda de que el reordenamiento actual del Banco era absolutamente 
ineludible.El Banco, a través de sus préstamos, debe recuperar inversión y pagar sus gastos operativos. 


El subsidio está para quien no puede asumir una deuda en las condiciones en que se dan con el Banco, pero 
eso se decide caso a caso. De lo contrario, si se plantearan estas soluciones para todo el mundo, como la 
rebaja del interés al 2%, se beneficiaría a aquel que no puede pagar, pero también al que sí puede, lo que me 
parece que no es equitativo. 


Creo que hay que tener cuenta lo que es deuda y si hay que dar subsidio, se da, pero individualmente y de 
acuerdo con el reglamento del SIAV que se aplica para todo el mundo, lo que me parece sano. 


El señor Diputado Melgarejo hizo referencia a denuncias relacionadas con el Complejo "Euskal Erría", por 
cuanto las comisiones administradoras estarían actuando fuera de su competencia y actuarían conjuntamente 
con el Banco para expulsar a la gente. A mi modo de ver, hay que tratar con cuidado este tema. No sé cuáles 
son las competencias de las comisiones administradoras porque están fuera de la órbita de mi Cartera, pero 
cumplen una función importante, que es que el conjunto social asume la responsabilidad ante los problemas 
edilicios. Diría más: las comisiones administradoras de las cooperativas tienen mucho más responsabilidad 
que la Comisión Administradora del Complejo "Euskal Erría", por cuanto quien expulsa a un socio no es el 
Banco Hipotecario sino la cooperativa, porque es la propietaria del bien y llama a responsabilidad y hace 
ejecutar los convenios firmados cuando un integrante no cumple las obligaciones pactadas con la sociedad 
que le da, en un caso, el usufructo de la vivienda y, en el otro, la posibilidad de administrar en forma conjunta 
viviendas individuales. 


Entonces, lo que importa mucho es cómo se eligen las comisiones administradoras. Si la elección de los 
miembros de las comisiones destinadas a administrar los problemas habitacionales de un conjunto se produce 
a través de un proceso democrático, como sucede en el caso de las cooperativas, me parece que vale la pena. 


SEÑOR MELGAREJO.- Estamos de acuerdo con el señor Ministro, pero se trata de dos casos 
diferentes, ya que la cooperativa es una persona jurídica y en un complejo habitacional viven 
propietarios o inquilinos. No me opongo a la formación de comisiones administradoras, sino a que se 
arroguen determinadas potestades que no están establecidas. Sus miembros son electos 
democráticamente, pero si se le dan ciertas potestades que van en contra de los intereses de los vecinos 
no cumplirán con el papel correspondiente. 


La situación es muy embromada en los complejos habitacionales y a veces a las propias comisiones 
administradoras se le van las situaciones de las manos. 


Estamos de acuerdo con que deben existir y que cumplen un papel muy importante. 


SEÑOR BARRIOS.- El problema del abandono del complejo habitacional para pasivos en Rocha, 
sobre el cual el Ministerio habrá recibido alguna solicitud de información, es la punta de un problema 
que se da en otros departamentos. Hace cuatro años que hago gestiones ante el Ministerio para conocer 
la situación de ese complejo. El desconocimiento era tal que, inclusive, tuve que ir a levantar los 
carteles caídos para saber el número de contrato y de obra porque en el Ministerio no los conocían. De 
ahí en más se nos planteó que el problema estaba en vías de solución. 


Hace como un año que el Director Nacional de Vivienda nos manifestó que en treinta días estaría solucionado 
el problema y se adjudicaría la terminación de la obra. 


Como consecuencia de esta situación, hemos estado averiguando qué pasaba en otros departamentos; nos han 
confirmado que en Colonia, Mercedes y San José existen complejos en la misma situación, es decir, que 
están a punto de terminarse, pero están abandonados. 


Pedí la posibilidad de plantear este problema directamente al señor Ministro porque hace quince días estuve 
en el lugar y hasta sentí vergiienza ante los vecinos, quienes nos planteaban su indignación porque veían que 
una obra de mucho valor, tremendamente necesaria, está abandonada hace años; ahora se están llevando las 
puertas, las ventanas, los extractores de aire y demás. Supongo que los otros complejos están en las mismas 
condiciones. 


Por esa razón, el 9 de junio hicimos un pedido de informes sobre la situación de estos complejos en general y 
hace unos días planteamos la necesidad de consultar directamente al señor Ministro sobre el particular. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Este es un tema básicamente jurídico, pero quiero hacer una referencia general. 


Nos encontramos con este tema desde que asumimos la dirección del Ministerio. El problema es que hace 
siete años, cuando estaban al frente del Ministerio otras autoridades, se decidió que en el caso de las obras 
para pasivos se hicieran llamados a licitación pública para construir viviendas, en vez de convocar para 
construir viviendas en inmuebles pertenecientes al Ministerio. Entonces, se convocó a oferentes para que 
suministraran inmuebles de su propiedad, obligándose simultáneamente a construir en esos predios las 
viviendas que se requerían. Las razones que determinaron esa operativa radicaron en que si las 
construcciones se hacían en propiedades del Ministerio los costos estarían gravados por IVA, pero si el 
oferente era dueño de la tierra sobre la cual construiría las viviendas, al ser una operación de venta de 
inmueble, estaría exonerado del pago de IVA, por lo que los costos disminuirían sensiblemente. Si bien en la 
inmensa mayoría de los casos, las empresas a las cuales el Ministerio les dio la adjudicación, cumplieron 
estrictamente, hubo una cantidad de casos en que la empresa quebró. Lo que sucedía era que la construcción 
estaba en un predio que no era del Ministerio. Entonces, en la medida en que una empresa entraba en un 
proceso de liquidación, estaba involucrado el predio. 


En ese contexto general, tuvimos varias situaciones que nos preocuparon particularmente. No solo hay bienes 
públicos que se están deteriorando, sino que la imagen del Ministerio y del Estado también se deteriora 
sustantivamente. Hemos hecho innúmeras gestiones a los efectos de tratar de activar las cosas. 


Un ejemplo bien concreto ocurrió en Mercedes. Se hicieron muchos trámites y recuerdo haber tomado la 
determinación de que ese asunto lo iba a atender y a pagar el Ministerio. Después podríamos discutir a quién 
se le imputaba el gasto, si correspondía a la empresa o al Ministerio. Cuando tomo la resolución y voy al 
Tribunal de Cuentas no puedo hacer el gasto porque no está claro a quién pertenece la cosa y quedamos 
trancados. Es decir que ha habido intentos desde el Ministerio para solucionar el caso. 


En el ejemplo de Rocha, la licitación era para la construcción de veinte viviendas para pasivos; la ganó 
Ronylar en 1998. Se celebró un compromiso de compraventa de la empresa adjudicataria a favor del 
Ministerio el 24 de noviembre de ese año. La empresa incumplió habiendo alcanzado un avance de obra del 
90,19%. El 4 de agosto de 2003 se firma la escritura de expropiación del bien. Es decir que el camino que 
siguió el Ministerio fue expropiar. Fíjense que es un camino bastante rebuscado porque el Ministerio estaba 
expropiando un bien que está construido con fondos de la Cartera. Este era uno de los caminos para tratar de 
hacernos del bien, terminar las obras y adjudicar las viviendas, que era lo único que nos importaba. 


Luego se encargó a PROINGO, que era la consultora que atendía todas las obras del BPS, la elaboración de 
un pliego para el llamado de precios para la culminación de la obra. El referido proyecto de pliego llegó y se 
había atado la construcción de estas viviendas con la construcción de otras seis viviendas adicionales, a 
efectos de agilitar el trámite. Pero recién se entregó el nuevo pliego, se hizo el llamado y adjudicamos las 
obras. 


El 6 de julio de 2004 PROINGO entregó el nuevo pliego, en el cual se excluían las seis viviendas 
adicionales. El 8 de julio se me elevó el pliego y el proyecto de resolución para habilitar el llamado. Este 
llamado debe haberse realizado con posterioridad al 8 de julio. 


SEÑOR BARRIOS.- ¿Se abrió la licitación? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
No, se hizo el llamado 


Una vez hecho el llamado, se tienen que entregar las ofertas para que la Comisión de Adjudicación las abra y 
adjudique. Todavía no se adjudicó la realización de las obras. Como dije, es una obra que implica el 10% de 
la obra total; seguramente, podrá realizarse en poco tiempo. 


Siento una incomodidad muy grande ante hechos de esta naturaleza. Pese al esfuerzo que realizamos, 
chocamos con muchas dificultades. Lo lógico, lo normal, lo esperable es que cuando uno tiene una obra que 
ya cuenta con el 90% construído, se adjudique el restante 10% para terminarla y terminar. 


SEÑOR BARRIOS.- ¿La Comisión Asesora no se ha expedido? ¿Ya se abrieron las ofertas? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
No; el 8 de julio se me mandó el pliego y el proyecto de resolución para llamar a licitación. Se efectúa el 
llamado y se otorga un plazo para que se presenten ofertas. 


Las ofertas todavía no fueron adjudicadas. No se adjudicó la licitación. En este momento no sé si ya están las 
ofertas en el Ministerio. Es de nuestro interés terminar con esto cuanto antes. 


SEÑOR BARRIOS.- Hace casi un año -cuando se había culminado la expropiación- recibí un llamado 
telefónico de una persona. Me dijo: "Si usted está preocupado por este tema, yo le diría que apure para 
ver si adjudican, para ver si de una vez por todas hacen el llamado. Yo estoy interesado en terminar la 
obra y tengo muchas ventajas porque soy el que estaba haciéndola". Comento esto para que no sea 
cosa que la misma persona, o la misma persona a través de otra empresa, vuelva a intervenir allí. Tenía 
intenciones de intervenir porque me lo dijo. Yo le dije: "En eso no tengo nada que ver. Es el Ministerio 
el que se ocupa". Creo que esto mismo ya lo comuniqué al señor Director Nacional de Vivienda en 
aquel momento para que tuviera conocimiento de que podría formarse una empresa testaferro. 


Quiero decir otra cosa que no tiene que ver con esta administración, pero no sé si es el criterio que sigue 
primando en las licitaciones. Durante todo este proceso, en un momento me enteré de cuál era el precio de la 
licitación. El costo de las veinte viviendas era US$ 900.000; US$ 45.000 cada vivienda de aproximadamente 
unos treinta y cinco metros cuadrados de construcción. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Creo que son cuarenta y dos metros cuadrados. 


SEÑOR BARRIOS.- Puede ser. Quiere decir que el metro cuadrado costaba alrededor de US$ 1.400. 
En ese tiempo, en promedio, el metro cuadrado construido de obra económica -de acuerdo con 
informes de la Cámara de la Construcción- no llegaba a los US$ 700, y el Ministerio contrataba a más 
del doble. Eso ya se hizo y fue otro tiempo. No puede ser que el Estado esté eludiendo impuestos que 
luego va a cobrar por otro medio y que termine perdiendo platales en manos de gente que no ha tenido 
dificultades por la crisis porque era época de auge. Además, manejaban precios que no les permitían 
fundirse si no hacían maniobras para ello; desviaban el dinero hacia otro lado. 


Cuando me enteré del precio y lo planteé en conversaciones con el señor Director Nacional de Vivienda -no 
recuerdo si al actual o al anterior-, me dijo que ese era un precio normal. Me expresó que una vivienda para 
jubilado de cuarenta metros cuadrados valía entre US$ 40.000 y US$ 42.000. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Coincido absolutamente con los manifestado por el señor Diputado y eso fue lo que dijimos cuando 
vinimos a esta Comisión en el sentido de que debíamos cambiar radicalmente la política del Ministerio 
con respecto a las viviendas para los jubilados. Así lo hicimos. 


En cuanto a todas las obras que estaban en trámite, debo decir que ningún país aguanta construcciones por 
US$ 45.000 por cada jubilado que tiene problemas habitacionales. Entonces, lo primero que hicimos con 
respecto a todos los edificios que estaban en construcción, con los cuales estaba obligado el Ministerio, fue 
suspender las obras que tenían menos de un 60% de avance. En segundo lugar, junto con la Cámara de la 
Construcción se llegó a un acuerdo para que todos los contratos en dólares se pesificaran. No hay una sola 
obra que hayamos continuado con los contratos en dólares; eso ha significado un abatimiento superior al 30% 
del costo en su momento. No se comenzó un solo edificio más de ese tipo. 


En todo este tiempo hemos estado implementando soluciones alternativas. En este momento, estamos 
abriendo una licitación para la compra por parte del fondo de vivienda para jubilados de un hogar en la zona 
del Prado, que puede dar alojamiento a cien ancianos y que cuenta con cocina industrial, lavadero y hasta 
sillas de ruedas; tiene todo el equipamiento completo como para funcionar adecuadamente. Esperamos poder 
adquirirlo a un costo de US$ 8.000 por lugar, en vez de los US$ 42.000 a que hacía referencia el señor 
Diputado. Estamos buscando soluciones de ese tipo que permitan llegar a mucho más gente de una manera 
más adecuada y económica que se compadezca con la situación del país. 


La tercera resolución fue no realizar más contratos de este tipo en el Ministerio, en lo que hace al registro de 
proveedores, es decir, al registro de las empresas que proveen de viviendas al Ministerio. Creo que no se 
puede caer nuevamente en este tipo de cosas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Quería agregar que en casos de viviendas que estaban en construcción por parte de 
empresas privadas -en esta modalidad conflictiva, desde el punto de vista de la adquisición del terreno- 
nosotros pudimos, muchas veces, modificar partes sustanciales del contrato. Esto nos permitía tomar 
posesión en forma inmediata de los inmuebles, por ejemplo, en caso de quiebra. Desafortunadamente, 
en situaciones concretas como las que mencionó el señor Diputado Barrios -entre ellos el de Rocha-, se 
adquirió el terreno, asiento de la futura construcción, por parte de la propia empresa. Esta situación, 
en caso de quiebra de la empresa, acarrea, posteriormente, dificultades jurídicas de todo tipo. 


Por un lado, cuando la empresa quiebra el último en enterarse de esa situación es el Estado. La empresa ya 
viene con dificultades económicas que trata de ocultar y cuando entra en cesación de pagos es porque ya hace 
mucho tiempo que dejó de construir. Quienes se enteran rápidamente de eso son los vecinos. Esa es la 
primera situación de dificultad en la cual la ocupación por intrusos es un accidente posterior, pero el meollo 
del problema es el que tratamos de solucionar. Una vez planteada la situación solo existían dos posibles 
caminos. El primero era buscar el cumplimiento compulsivo de las promesas de compraventa de los 
inmuebles futuros y construidos que teníamos firmados con esa empresa. Esto nos puede llevar -de hecho nos 
llevaba- mucho tiempo -quizás años-, lo cual no nos permitía recibir la ocupación del inmueble en forma 
inmediata. 


En algunos casos, como el de Rocha, donde se avino la empresa y se avinieron también otros acreedores - 
algunos de ellos con otras preferencias-, donde el Poder Judicial intervino favorablemente y donde además en 
el proceso expropiatorio no se tuvo que pagar nada adicional sino que se consideró por pago lo anterior, se 
dieron todas esas circunstancias que ayudaron al trámite expropiatorio. Pero no es el natural, no es el común, 
no es el que pudimos aplicar en el resto de los casos. Rocha fue una excepción que en su momento 
analizamos con Jurídica del Ministerio y pudimos lograr un fácil desenlace. Pero no es la misma situación en 
la que se encuentran otras empresas. Esas son las dos opciones que teníamos y las diferentes alternativas 
posteriores para solucionar esta problemática de no seguir construyendo en estas situaciones, y poder advertir 
en los avances de obras cuáles eran las dificultades de las empresas en forma previa para tomar posesión 
inmediata de los inmuebles. Ello implicó en algunos casos concretos tener que tratar directamente con los 
síndicos de las empresas y pedir en forma compulsiva a la Justicia que nombrara síndicos para terminar con 
esa empresa que ni siquiera pretendía cumplir con el 10, el 15 o 20% del avance final de la obra. Pero esa es 
la situación y, afortunadamente los casos fueron detectados y esperemos que no se repitan. 


SEÑOR BARRIOS. De acuerdo con lo que manifiesta, el resto de la situación es más compleja y, 
quizás, llevará años solucionarla. Realmente estamos enfrentando pérdidas importantes para el 
Estado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Efectivamente, en los casos concretos en que pudimos advertir esa situación, hemos 
actuado judicialmente. La Justicia nos ha permitido -a través de los síndicos que hemos nombrado 
para esas empresas concretas- llegar a determinados acuerdos para terminar las obras. Como no 
podemos hacer una ampliación de licitación a la misma empresa que quebró, no tenemos más remedio 
que hacer una licitación nueva por lo que resta de la obra. Eso lleva muchísmos meses -diría hasta 
años- en el caso de que haya algún tipo de recursos de alguna de las empresas oferentes por esa 
ampliación. Esa es la dificultad concreta que tenemos, sin perjuicio de lo cual en algunos de los casos 


hemos obtenido como medida cautelar la posesión del inmueble en tanto el Estado -probamos que pagó 
muchísimo por ese inmueble- tiene determinados contratos y por suerte hemos prevalecido 
jurídicamente en varias situaciones. Esto nos permite, por lo menos, la ocupación y la tenencia de 
materiales, sin perjuicio de que no podemos realizar absolutamente nada por nuestra cuenta mientras 
tanto no se realicen las licitaciones que por ley estamos obligados a hacer. Mientras tanto, estamos 
abonando servicios de 222 y de custodia permanente en esos inmuebles que tenemos detectados. 


SEÑOR BARRIOS.- Si fuera posible, les pediría que nos comuniquen la fecha de apertura de la 
licitación. Desde luego que mantenemos interés en recibir respuesta al pedido de informes que 
realizamos junto con el señor Diputado Melgarejo. 


SEÑORA BARREIRO.- En ocasión de la interpelación realizada al señor Ministro, personalmente me 
tocó abordar el tema relativo a las viviendas de pasivos. Me llamó la atención cuando el Ministro dice 
que este pliego lo está elaborando la firma PROINGO. 


En una parte de esa exposición nosotros decíamos que a partir de la ley de urgencia del año 2001 -por la que 
pasó a la órbita del Ministerio toda la política de vivienda, de ejecución, supervisión y administración de las 
soluciones habitacionales, que antes desarrollaba el BPS- la ejecución y supervisión ya la realizaba el 
Ministerio, con una adjudicación que se le había hecho a PROINGO, que inclusive había sido recusada por 
funcionarios de esa Cartera. No voy a ampliar demasiado en detalles. Pero me llama la atención porque en 
ocasión de concurrir el señor Ministro a la Comisión de Presupuestos -creo que fue en el año 2003-, 
manifestó y está entrecomillado, en la página 22: "Todos estos cometidos que tenía PROINGO los va a 
realizar la Dirección Nacional de Vivienda". No recuerdo si PROINGO está dentro de las denuncias del 
arquitecto Camarda. Pero me llama la atención porque otra vez aparece el nombre de PROINGO. Yo no 
tengo nada contra esta firma. En ese momento, no obtuve contestación debido a que llegaron las 12 de la 
noche y se levantó la sesión. 


La otra duda que tengo está referida a qué está pasando con la administración que correspondía por esta ley 
que asumiera el Ministerio. En ese momento yo había detallado que tenía pasajes enteros de los Directores 
del BPS en las Comisiones respectivas del Senado que decían que el Ministerio no había asumido todavía 
esto, que sucedió en el año 2002. Quería saber si actualmente el Ministerio ha asumido esto, si esa comisión 
funcionó. Como decía el señor Diputado Melgarejo, tal vez esta sea la última vez que estemos aquí con el 
señor Ministro. Por lo tanto, quisiera aprovechar la posibilidad para que detallara un poco la situación. 


Aquí tengo una publicación de prensa en la que el señor Subsecretario se refiere a toda esta situación que 
estaban afrontando debido a las viviendas de pasivos que las empresas abandonaban y que eran ocupadas por 
intrusos. Aquí bien se dice que ahora están mirando el historial de las empresas. Bienvenido sea y espero que 
se haga en todos los casos. En cuanto a las viviendas de los pasivos, eran diez empresas las que siempre 
tenían las adjudicaciones. Lo relativo a los costos es de público conocimiento; es evidente que existía una 
política destinada a favorecer a determinadas empresas. No quiero agregar ningún adjetivo más. No se puede 
extraer otra cosa de estos montos exorbitantes que implicaba, y los núcleos básicos evolutivos. Esperemos 
que, de ahora en adelante, se consideren los antecedentes de las empresas que seguirán operando. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Lamentablemente, deberé retirarme porque tengo una audiencia a la hora 14, pero permanecerán con 
ustedes el señor Subsecretario y el señor Director de la DINAMA. 


Muy brevemente quiero informar que PROINGO es una consultora que estaba a cargo de todos los llamados 
a licitación y seguimiento de las obras del Ministerio que tenían que ver con el fondo de pasivos. Este 
contrato con la empresa PROINGO fue suspendido; analizamos exhaustivamente todo el proceso de 
contratación y no se constató ninguna irregularidad. 


En los conjuntos de edificios cuyas obras tenían menos del 60% de avance los trabajos se reanudaron. En un 
conjunto de obras muy pequeño, que tenía más de un 60% de avance de obra, por razones de eficiencia, se 
optó que continuara la empresa PROINGO porque era quien la había empezado y tenía toda la información. 
La mayoría de las obras tenía el 90% hecho. Reitero que en esos casos se suspendió el contrato anterior y 
solamente se subcontrató la terminación. 


En cuanto a la administración, la asumimos y todos los martes se reúne una Comisión interinstitucional 
integrada por el Ministerio y el Banco de Previsión Social; hay dos Directores -entre los que está el 
representante de los jubilados- y se ocupan de todas las tareas que asume el Ministerio y de las que quedan en 
manos del Banco de Previsión Social. 


Se demoró muchísimo para que el Banco traspasara al Ministerio los contratos que había realizado, sobre 
todo, en cuanto a servicios, mantenimiento, etcétera, para que nosotros tuviéramos la potestad de hacerlos. En 
estos últimos días, se está adjudicando un conjunto muy importante de licitaciones en todo el país sobre 
rubros de mantenimiento de sanitaria, eléctrica, de ascensores, de bombas, etcétera. Como les dije, se hace 
con una fiscalización directa de esta Comisión interinstitucional en la que participan el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Banco de Previsión Social. 


Es cuanto tengo para informar. 


SEÑOR BARRIOS.- Me quedó una duda en cuanto a las obras que tenían menos del 60% de avance. 
¿Están todas suspendidas? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Ahora no hay ninguna obra suspendida. 


SEÑOR BARRIOS.- Quiere decir que se hizo un nuevo contrato, con nuevas condiciones, y las obras se 
reactivaron. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Desde principios de año todas están en ejecución. 


SEÑOR BARRIOS.- Les pido disculpas porque integro la Comisión de Turismo, que a la hora 13 
recibe a otro Ministro, y debo retirarme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la sesión anterior vinieron representantes del Parque Ambientalista 
Nueva Esperanza y Nuevo Colón, que tenían la planificación de un asentamiento por el PIAI. 
Plantearon una situación complicadísima, porque tienen pendiente la firma de un convenio y hay otro 
que ya caducó, que tenía que ver con el saneamiento. No sé si el señor Ministro o quienes lo acompañan 
pueden informarnos algo al respecto; esta gente está muy preocupada porque hace mucho tiempo que 
están esperando que se concrete la posibilidad de tener viviendas dignas. Yo hablé con la doctora 
Laura Rey, del PIAL y quedamos en conversar de nuevo, pero no hemos tenido oportunidad de 
hacerlo. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Estamos ocupándonos de ese tema; son esas cosas que suceden en la Administración. Esta licitación 
efectivamente se adjudicó, pero cuando fueron a comenzar las obras y la empresa ganadora fue a 
instalarse en el terreno y recabar datos, se encontró con que parte de la obra había sido ejecutada por 
otra empresa; creo que era una parte sustancial del saneamiento, que ya estaba hecha. Esa obra había 
sido encargada por la Intendencia Municipal de Montevideo, pero cuando trajeron los planos 
advirtieron que eran los del PIAL que habían servido para licitar el conjunto de la obra. Entonces, el 
adjudicatario de la obra dice: "Si ustedes me restan del contrato -que es muy ajustado- la obra ya 
realizada, ya no me sirve". Después de tratativas con la empresa, esta presenta una nota renunciando a 
la ejecución de la obra, porque no le sirve realizar lo que queda, aunque era lo sustantivo. 


Hicimos el intento de que se adjudicara a la empresa que había quedado en segundo lugar, pero debido al 
monto de la obra, que superaba los US$ 2:000.000, se había hecho una licitación internacional. El BID señaló 
que la única manera de resolver esto era anular la licitación anterior y hacer una nueva. 


En definitiva, estamos elaborando el decreto de anulación. En el día de ayer tuve una reunión con la doctora 
Rey. Estamos haciendo la anulación de la licitación anterior para llamar a nueva licitación urgente, 
adjudicarla y comenzar las obras. Lo único que importa en toda esta historia es asegurar a los vecinos que 
existe voluntad política para iniciar las obras en esta Administración, que es sobre lo que ellos tienen dudas. 


Queremos iniciar las obras. Me han puesto plazo para ello en la reunión de ayer y, si era posible, quedé en 
que hoy llevaría el decreto de anulación de la obra anterior y el nuevo llamado de modo de adjudicar la obra 
de inmediato porque los fondos están disponibles. Los vecinos tienen razones para desconfiar porque fueron 
postergados muchas veces; eso fue lo que sucedió. 


SEÑORA BARREIRO.- Cuando el otro día vinieron los vecinos e hicieron referencia a que les habían 
dicho que el expediente debía ir a Washington, recordé que en febrero habíamos estado en el despacho 
del señor Ministro con la señora Diputada Topolansky y el señor Diputado Melgarejo y hablamos sobre 
este asunto. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
El expediente tenía que ir a Washington porque se trataba de una licitación internacional. 


SEÑORA BARREIRO.-- La licitación internacional era la del PIAL, no la de la Intendencia. ¿Es así? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Era la del PIAI. La obra que hizo la Intendencia era parte del llamado a licitación y agarró una 
troncal. 


SEÑORA BARREIRO.- Los vecinos, además de manifestar que tenían urgencia en solucionar este 
problema, que el ingeniero Laso les había respondido que el señor Ministro estaba esperando una nota, 
y que había que llamar a una nueva licitación, dijeron que la empresa se retira y ni siquiera pierde la 
garantía. Tengo entendido que siempre hay una garantía por incumplimiento de los contratos y 
supongo que en una licitación millonaria como esta también debe existir. Entonces ¿qué pasa con esto? 
Porque a los vecinos les interesa que se les solucione el problema, pero al Estado le interesa no seguir 
perdiendo plata con las empresas. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
No pierde en absoluto, debido a que la empresa renunció a hacer el trabajo. La empresa podría alegar 
el cambio en la licitación, porque pasa a ser otra. Entonces, el arreglo a que llegamos es que 
renunciaba como forma de acelerar, precisamente, el nuevo proceso licitatorio. Lo que estamos 
intentando es acotarlo todo lo posible, utilizando los pliegos anteriores con las aclaraciones de cuál es la 
parte que no se realiza. 


SEÑOR MELGAREJO.- Quiero saber si podemos ser más precisos en cuanto a los tiempos en el caso 
de Nuevo Colón, Nueva Esperanza y el Parque Ambientalista. La desconfianza de la gente de estos 
barrios, de estos asentamientos, es normal, porque se trata de personas que están organizadas y que 
participan en la toma de decisiones. Además, ellos parten de la base de que se les quiso hacer una 
estafa que pudimos parar a tiempo; de alguna forma, fueron engañados porque en primera instancia 
se les había planteado convertir la zona en un barrio jardín, inclusive, con un estanque en el que iban a 
pescar truchas. Los planos estaban hechos por manos no muy idóneas, pero, en definitiva, con algún 
conocimiento, y se iban a vender esos predios a precios muy baratos y a plazos muy largos. Eso abortó 
después de haberse iniciado, pero fue muy grave. Actualmente, intentan mejorar esa realidad; han 
hecho mucho por el barrio. Sin embargo, esta obra, comenzada por la Intendencia y dejada de lado, 
trae tremendos perjuicios porque en algunos lugares hay socavones realmente peligrosos pues en los 
días de lluvia, con el barro, algún chiquilín o persona mayor puede caerse dentro. 


Por lo tanto, mi pregunta es si podemos precisar más los tiempos y plantear que se solucionará en 
determinado plazo a fin de llevar un poco de tranquilidad a esta gente. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Lamentablemente, estoy muy quemado con respecto a los plazos. Sí puedo asegurar que esto es de 
primera prioridad para el Ministerio y es de primera prioridad para el PIAI. Ayer, en la reunión que 
mantuvimos con el PIAI hasta las ocho de la noche, el asunto era si hoy podíamos llevar el material al 
edificio presidencial para poder terminar esto. Ahora voy al Ministerio e intentaremos hacerlo, pero no 
creo que hoy podamos llevarlo a cabo. Lo que puedo asegurar es que lo vamos a seguir, día a día, para 


comenzar en el más breve plazo. Lamentablemente, tuvimos que llamar otra vez a licitación. Vamos a 
adjudicar la licitación inmediatamente, en los plazos más breves posibles. La meta que nos hemos 
planteado es comenzar las obras antes de que termine esta Administración. Queremos hacer eso de 
cualquier manera; lo hemos asumido como un compromiso con la doctora Rey. Creo que no conviene 
hablar de plazos porque puede surgir alguna dificultad; lo que tiene que servirle a la gente es esta 
voluntad de que lo vamos a hacer de cualquier modo. No hay problemas de fondos, porque están 
reservados. Lo único que falta son los trámites, que no se pueden obviar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el monto de la obra? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
La obra realizada por la Intendencia y que debe restarse del total es del orden del 20% del valor de 
licitación. Esa era otra cosa que anoche estábamos tratando; no es necesario poner un precio de 
referencia haciendo el cálculo nuevamente de todo lo que es el presupuesto de la obra. Simplemente, ya 
tenemos los precios de referencia porque hubo una licitación en la que todas las empresas dieron el 
precio. Entonces, vamos a restar el pedazo que ya se hizo y tenemos el precio de referencia, a fin de 
agilizar todo al máximo, hacer el llamado, por ejemplo, la semana que viene, y arrancar desde ahí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para tener una idea ¿cuál sería la cifra? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Alrededor de US$ 2:000.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por qué la Intendencia hizo ese saneamiento ahí? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
No lo he podido dilucidar. Pero en este momento lo que más nos interesa es que la obra arranque. Sin 
duda, tendríamos que ver cómo es que la Intendencia llamó a licitación con planos del PIAI y ejecutó 
esa obra, pero ello no ayuda a los vecinos. De todas maneras, estamos en contacto; vamos a conversar 
con la gente de la Intendencia, en particular, con el ingeniero Laso, para ver cómo fue el proceso de 
esta obra que, reitero, desconozco, pero porque no me he preocupado demasiado en dilucidarlo. 


¡SEÑOR PRESIDENTE.- No pregunté para que se iniciara una investigación, sino porque no entiendo por 
qué se construyó en ese lugar. 


Solicito al Ministerio que dedique la máxima atención a este pedido, tal como se prometió; luego hablaremos 
con esa gente que vimos muy preocupada y angustiada. 


SEÑORA BARREIRO.- Quiero explicar por qué se incluyó este punto en el orden del día. 


Cuando concurrió el Directorio de OSE y leyó durante más de dos horas un expediente sobre Uragua - 
inclusive, se hizo dormir a más de un compañero de Comisión-, desde que empezó sus actividades hasta la 
actualidad, en una parte tuvimos la sensación -con la señora Diputada Percovich lo señalamos para que 
constara en la versión taquigráfica- de que se estaba achacando, en cierta medida, a la DINAMA no haber 
aprobado esta cuestión y así justificar el retraso de la empresa. ¡Atent1!, porque se trata de una empresa 
internacional que está probablemente en litigio con el Estado y no vaya a ser que después se agarre de una 
versión taquigráfica en la que se haya manifestado semejante cosa! Por eso me pareció que correspondía que 
la Dirección Nacional de Medio Ambiente aclarara esto porque si la DINAMA no le aprobó este proyecto es 
porque no debe cumplir con alguno de los requisitos. 


Esa fue la intención del llamado. 


SEÑOR SAIZAR.- El texto que comprende el punto en la invitación sugiere bastante menos de lo que 
planteó la señora Diputada Barreiro. 


Una vez que se presentó el estudio de impacto sobre el emisor subacuático de Uragua en Punta de las Salinas 
se empezó a trabajar en el proyecto. Más allá de algunas cuestiones menores, en abril de 2003 pedimos a la 
empresa información complementaria muy cuantiosa porque, en definitiva, entendíamos que había un 
montón de aspectos que debían reelaborar, por distintos motivos: algunos propios de la metodología de los 
estudios de impacto ambiental, otros por precisiones en materia de proyecto y otros más vinculados con el 
procedimiento constructivo en cuanto a cómo efectivamente se construiría el emisario subacuático. Incluimos 
algunas aspectos que, por el grado de definición que tenía en ese momento el proyecto, la empresa lo planteó 
como alternativa. Por ejemplo, se establecía que el primer tramo del emisario podía ser en túnel o en zanja y, 
si bien para el funcionamiento posterior esto no haría mucha diferencia, sí la haría en cuanto a los impactos. 


Hicimos como cincuenta preguntas a la empresa, algunas con subítems, y nos fue contestando algunas, no 
más de cinco, hasta el 6 de agosto que, supuestamente, presentó el resto de la información. Digo 
"Supuestamente" porque me crucé con el técnico quien me dijo que había presentado el resto de la 
información. 


En este momento estamos analizando la información y viendo si contesta efectivamente todas las preguntas y 
si las respuestas son pertinentes. 


Hace unos días me llamó un legislador a mi oficina y me preguntó si a mi entender esto estaba encuadrado en 
un marco de diligencia o no, lo que va en la dirección de lo que planteó la señora Diputada Barreiro. 
Nosotros no podemos evaluar eso porque es extremadamente difícil, ya que depende de muchos factores, es 
decir, de los recursos asignados para ese trabajo, de la profundidad y de los datos de que disponga la empresa 
para elaborar la respuesta, etcétera. De cualquier manera, entre el pedido de información y el envío de la 
información completa pasó más de un año. En definitiva, no podemos juzgar si eso es mucho o poco tiempo 
porque hay elementos que no manejamos. Lo que podemos determinar es si la respuesta está bien o mal y 
velamos porque -que son los conflictos que a veces surgen en el caso de las concesiones- la obra no se inicie 
hasta tenerla evaluada adecuadamente. Esto en términos generales está bien y en el caso de las concesiones a 
veces da problemas porque el organismo de control quiere apurar el paso para que el concesionario haga las 
inversiones y, por otro lado, nosotros tenemos que frenarlo para hacer las evaluaciones necesarias antes del 
inicio de las construcciones. 


SEÑORA BARREIRO.- Ya que estamos en tema, deseo preguntar al ingeniero Saizar si existe algún 
adelanto en el estudio de impacto ambiental de la empresa Botnia. 


SEÑOR SAIZAR.- En este momento, estamos estudiando cuatro o cinco proyectos muy importantes 
para el país; el que menciona la señora Diputada es uno y al respecto estamos trabajando 
intensamente. Hemos pedido a la empresa alguna información complementaria y ya nos dieron algunas 
respuestas. 


El lunes 12 se pidió a la empresa un complemento de información sobre la primera solicitud que hicimos, en 
aspectos más generales, buscando aproximarnos a algunos elementos que entendíamos necesarios. 
Seguramente, los siguientes pasos serán la puesta de manifiesto -por supuesto, se hará pública-, lo que dará la 
oportunidad para incorporar otros elementos, aparte de los propios de la Dirección, que son aquellos que la 
población estime convenientes. 


SEÑORA BARREIRO.- ¿Es posible que la Comisión pueda contar con esos estudios? 


SEÑOR SAIZAR.- En general, consideramos que el estudio de impacto ambiental puede contener 
elementos que la empresa prefiera reservar, por lo que sugerimos que esta solicitud se haga 
directamente a la empresa. Por lo que tengo entendido, la empresa no tiene ningún problema en 
entregar el estudio completo. Lo que sucede es que lo que nosotros estamos pidiendo es que la empresa 
incorpore algunas de estas cuestiones en el informe resumen para después ponerlo de manifiesto. 
Inclusive, figurará en la página web de la DINAMA a disposición de los interesados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho los aportes realizados por el Ministerio. 


Personalmente, estoy satisfecho con las respuestas y, sobre todo, estoy de acuerdo con el concepto expresado 
por el amigo Diputado sobre la actuación que ha tenido esta administración. 


Creo que esta es la última sesión del año, por lo que agradecemos nuevamente la voluntad y los aportes 
realizados por el Ministerio. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


